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Época: Décima Época  
Registro: 2018223  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XVI.1o.C.3 C (10a.)  
 
TRANSFERENCIA DE FONDOS REALIZADA VÍA PORTAL DE INTERNET. CUANDO EL 
CUENTAHABIENTE NIEGA HABER DADO AUTORIZACIÓN AL BANCO PARA SU REALIZACIÓN Y 
ÉSTE AFIRMA HABER RECIBIDO LA INSTRUCCIÓN RELATIVA, CORRESPONDE AL PRIMERO 
DEMOSTRAR QUE EL SISTEMA QUE OPERA LAS FIRMAS ELECTRÓNICAS CARECE DE 
FIABILIDAD Y, POR TANTO, QUE SU CUENTA FUE SABOTEADA ELECTRÓNICAMENTE. 
 
La transferencia electrónica es un instrumento de pago y de transacciones comerciales con cargo a la 
cuenta de un cuentahabiente, en la que es necesaria la intervención de uno o varios bancos, según se 
trate de una operación entre cuentas de una misma institución de banca múltiple o interbancaria, es 
decir, que los bancos actúan como expedidores, intermediarios o receptores de los fondos; sin embargo, 
para que los bancos actúen en esa cadena de relaciones, es indispensable que exista un iniciador de 
esa secuencia, o sea, un cuentahabiente ordenante y éste, para que pueda ingresar a su cuenta y girar 
instrucciones a la institución de crédito sirviente, vía Portal de Internet, debe hacer uso de un dispositivo 
electrónico que le proporciona la propia institución, el cual, al accionarse, genera un número clave que, 
junto con las contraseñas y demás datos de identificación que el cliente crea confidencialmente, esto es, 
fuera del control del banco, deben introducirse al sistema operativo de cómputo a fin de que pueda 
llevarse a cabo la operación. Por otro lado, la fiabilidad en la creación de la firma electrónica y de las 
distintas operaciones electrónicas que se realizan, vía Internet, otorgan certeza a la persona que la utiliza 
de que sólo ella la conoce, por lo que puede constituirle en una fuente válida y cierta de obligaciones; 
además, las normas que versan sobre firmas electrónicas y operaciones que se ejecutan mediante la 
red de comunicación de que se habla, califican de válidos los actos jurídicos en los que se inserta una 
firma o se proporcionan claves de acceso y contraseñas, sin cuestionar la fiabilidad del método de uso, 
sino sólo el de su creación, de conformidad con los artículos 89 y 97 del Código de Comercio. En ese 
contexto, cuando el cuentahabiente niega haber dado su autorización al banco, para realizar la 
transferencia y la institución de crédito afirma que sí recibió la instrucción, corresponde al primero 
demostrar que el sistema que opera las firmas electrónicas carece de fiabilidad y, por tanto, que su 
cuenta fue saboteada electrónicamente, de conformidad con los artículos 1194 y 1195 del código citado. 
Ello es así, pues si bien es cierto que por regla general, es a las instituciones de crédito a quienes 
corresponde la carga de la prueba en tanto que cuentan con mayores elementos, como lo son los 
registros de las autorizaciones efectuadas por sus clientes, a que alude el numeral 57 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, no menos lo es que el cuentahabiente bien puede exigir la aportación de esos 
registros y ofrecer, además, la prueba pericial en informática, para acreditar que el banco se apartó de 
la forma de operar una transacción electrónica, o bien, que el sistema o método de creación de la firma 
electrónica no es fiable y, con ello, desvirtuar la presunción de que fue él quien con las claves de 
identificación, dio su autorización para que se llevara a cabo, con cargo a su cuenta, la transferencia de 
fondos que desconoce. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018222  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.14o.T.9 L (10a.)  
 
TRABAJADORES AL SERVICIO DE LAS LÍNEAS AÉREAS, SIMILARES Y CONEXAS. FORMA EN 
LA QUE DEBE PAGARSE LA PRESTACIÓN DENOMINADA "BOLSA SEMESTRAL", PREVISTA EN 
LA CLÁUSULA 96 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO CELEBRADO CON AEROVÍAS DE 
MÉXICO. 
 
La cláusula 96 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre Aerovías de México, S.A. de C.V. y el 
Sindicato Nacional de Trabajadores al Servicio de las Líneas Aéreas, Similares y Conexas, establece 
que la prestación denominada "bolsa semestral" se repartirá a los trabajadores que hayan laborado en 
ese semestre jornadas nocturnas de 7 horas continuas, y precisa en la parte final que esa bolsa "...se 
distribuirá de manera equitativa y proporcional al número de eventos de siete horas continuas en 
jornadas nocturnas por cada trabajador...". En dicha disposición se prevé el pago "proporcional" de la 
bolsa respecto del número de jornadas nocturnas laboradas; de ahí que si la Junta resuelve que procede 
el pago sólo cuando el trabajador haya laborado el semestre completo, viola los principios de 
interpretación estricta de las cláusulas contractuales, y los de buena fe y equidad, pues al efectuar dicha 
interpretación, no debe apartarse de la gramática ni de las reglas de la lógica. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018220  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.14o.T.7 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DOMÉSTICOS. LOS ALIMENTOS Y LA HABITACIÓN DE LOS QUE PERNOCTAN 
EN EL DOMICILIO DEL PATRÓN INTEGRAN EL SALARIO PARA EFECTOS INDEMNIZATORIOS. 
 
El 16 de junio de 2011, la Organización Internacional del Trabajo adoptó el Convenio Número 189 sobre 
las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, acuerdo destinado a mejorar sus condiciones de 
trabajo, particularmente de los que residen en el hogar del empleador, prohibiendo aplicar a la 
remuneración en efectivo un descuento por concepto de alojamiento y alimentos y garantizando que el 
valor monetario que se atribuya a los pagos en especie por esos conceptos sea justo y razonable. Así, 
aun cuando el Estado Mexicano no ha ratificado ese convenio, el artículo 334 de la Ley Federal del 
Trabajo regula ese trabajo especial, de acuerdo con el parámetro internacional citado, el cual dispone 
que la retribución de esa clase de trabajo comprende, además del pago en efectivo, los alimentos y la 
habitación, los que deberán estimarse equivalentes al 50% del salario que se pague en efectivo. En este 
sentido, el salario de esos trabajadores se conforma con el pago en efectivo y las prestaciones en 
especie citadas, en el porcentaje indicado; integración del salario que es coincidente con el numeral 84 
de la ley aludida, al definir que el salario se compone, entre otros conceptos, de los pagos hechos en 
efectivo por cuota diaria, habitación y prestaciones en especie. Por esas razones, para efectos 
indemnizatorios, el cálculo de las condenas debe efectuarse con base en el salario integrado que como 
remuneración percibe ese tipo de trabajadores, de modo que el salario en efectivo que acrediten recibir, 
deberá incrementarse en un 50% por los conceptos de alimentos y habitación; conclusión que encuentra 
justificación en el proceso legislativo que dio origen a la reforma a la Ley Federal del Trabajo del 30 de 
noviembre de 2012, particularmente, en la iniciativa con proyecto de decreto recibida en la presidencia 
de la mesa directiva de la Cámara de Diputados el 11 de septiembre de 2012, de la que se obtiene lo 
siguiente: "También se hace expresa la obligación de considerar los alimentos y la habitación, aparte del 
salario en efectivo, para el cálculo del salario integrado, del cual derivará el pago de las prestaciones." 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018219  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.92 A (10a.)  
 
TERRENO FORESTAL. ALCANCE PROBATORIO DEL INVENTARIO NACIONAL FORESTAL Y DE 
SUELOS EN DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
 
De conformidad con los artículos 35, 44, 45 y 46 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, 
el Inventario Nacional Forestal y de Suelos es un instrumento de la política nacional en materia forestal 
en el cual se relacionan de manera organizada y sistemática los datos estadísticos y contables de los 
bienes y servicios ambientales. Tal inventario comprende, entre otras cuestiones, la superficie y 
localización de terrenos forestales y preferentemente forestales con que cuenta el país, con el propósito 
de integrar su información estadística y elaborar su cartografía, en sus distintos niveles de ordenación y 
manejo, y debe ser actualizado por lo menos cada cinco años. La información ahí recogida es base para 
la formulación, ejecución, control y seguimiento de programas y acciones en materia forestal y para la 
integración de la zonificación forestal, la cual también constituye un instrumento de política nacional en 
materia forestal en términos del numeral 35, fracción IV, de la Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable. Conforme a lo anterior, el inventario tiene por objeto sistematizar los datos estadísticos de 
los bienes ambientales con la finalidad de propiciar una mejor administración y contribuir al desarrollo 
forestal sustentable; y sus contenidos son variables y dinámicos, en razón de su necesaria y periódica 
actualización. Las características antes anotadas que guarda tal inventario, si bien permiten establecer 
que el hecho de que un terreno se encuentre ahí inventariado como forestal se traduce en una 
presunción fuerte de que se trata, en efecto, de un predio forestal, esto no implica que en el marco de 
un procedimiento administrativo sancionador no se pueda demostrar lo contrario y, por otro lado, 
tampoco implica que sólo los predios ahí inventariados sean los únicos en el país que tienen tal calidad, 
pues también se podrá probar que, pese a que no se registre así en tal inventario, un determinado predio 
sí es forestal, por satisfacer los criterios legales que lo definen. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018218  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.94 A (10a.)  
 
TERRENO FORESTAL. LA AFIRMACIÓN DE LOS INSPECTORES AMBIENTALES DE QUE UN 
DETERMINADO PREDIO ES FORESTAL NO CONSTITUYE POR SÍ MISMA PRUEBA PLENA DE 
QUE ASÍ LO SEA. 
 
Si bien los inspectores de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente gozan de fe pública y lo 
asentado en sus actas goza de la presunción de validez propia de los actos administrativos, de modo 
que puede reconocérseles para ciertos aspectos eficacia probatoria plena, como son los hechos que ahí 
señalan haber percibido a través de sus sentidos; de ahí no se sigue que si en tales actas se afirman 
cuestiones que impliquen una previa valoración de orden técnico-legal, como lo es que el terreno que 
inspeccionan sea "forestal", tal afirmación haga prueba plena de ello en el marco de un procedimiento 
administrativo sancionador. En efecto, salvo el caso de los terrenos que a modo de hecho notorio o a 
todas luces son forestales, la afirmación de que un terreno es forestal supone, más que simplemente 
asentar hechos, haber realizado un ejercicio valorativo y clasificatorio que requiere cierta pericia técnica 
y, por ello, la sola afirmación en tal sentido en las actas de inspección no puede tener por sí misma 
eficacia probatoria plena, máxime si no se acredita que los inspectores sean peritos en materia forestal 
e incluso, si así fuera, el valor convictivo de su dicho quedaría sujeto a la valoración de lo que razonen 
expresamente. Conforme a lo anterior, cuando en el marco de un procedimiento administrativo 
sancionador exista controversia sobre si un determinado terreno es o no forestal, no basta para tener 
por acreditada esa calidad que en un acta de inspección se afirme que el predio inspeccionado tiene tal 
calidad, sino que, en todo caso, para tener por probado tal extremo, lo ahí afirmado deberá adminicularse 
o soportarse con otros elementos, razonamientos lógicos o evidencia científica, técnica o empírica a 
efecto de poder generar plena convicción de que el terreno de que se trata clasifica como forestal. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018217  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.93 A (10a.)  
 
TERRENO FORESTAL. EL HECHO DE QUE UN PREDIO CLASIFIQUE COMO TAL PUEDE 
CONSTITUIR UN HECHO NOTORIO O UN HECHO SOBRE EL QUE EXISTA CONTROVERSIA QUE 
DEBA SOMETERSE A VALORACIÓN PROBATORIA. 
 
En términos del artículo 7, fracción XLII, de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, un terreno 
forestal es el que está cubierto por vegetación forestal, mientras que la fracción XLVIII define a esta 
última como el conjunto de plantas y hongos que crecen y se desarrollan en forma natural, formando 
bosques, selvas, zonas áridas y semiáridas, y otros ecosistemas, dando lugar al desarrollo y convivencia 
equilibrada de otros recursos y procesos naturales. En ese sentido, pueden presentarse casos en los 
cuales representa un hecho notorio que determinado terreno clasifica legalmente como forestal, 
atendiendo a su ubicación, dimensiones, fauna y flora u otras características propias y, precisamente 
por ser un hecho notorio, será innecesario someter a prueba tal cuestión. Por otra parte, para los casos 
en que exista controversia razonable respecto de si un predio tiene o no la calidad de forestal, tal hecho 
habrá de someterse a prueba, de modo que, en el marco de un proceso administrativo sancionador, será 
deber de la autoridad valorar los elementos de convicción que se hubiesen ofrecido y desahogado en 
torno a ellos. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018215  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.5o.C.51 C (10a.)  
 
SUCESIÓN TESTAMENTARIA. LA NEGATIVA DEL JUEZ A CONTINUAR EL PROCEDIMIENTO 
SUCESORIO ANTE NOTARIO PÚBLICO, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, 
AL AFECTAR MATERIALMENTE EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA PRONTA, CONTRA EL CUAL PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE JALISCO). 
 
La tutela judicial efectiva constituye un derecho público subjetivo que permite a toda persona acceder a 
los tribunales independientes e imparciales a efecto de plantear una pretensión, la que no se limita a 
obligar al juzgador a que desahogue todas las etapas de un juicio, en los términos y plazos que 
establezcan las leyes, cuando la legislación común prevé mecanismos alternativos a la vía jurisdiccional. 
En ese sentido, la negativa del Juez a continuar el procedimiento sucesorio ante notario público en 
términos del artículo 934 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, tiene la naturaleza 
de acto de imposible reparación, puesto que se satisfacen las condiciones enunciadas en el artículo 107, 
fracción V, de la Ley de Amparo, al afectar materialmente el derecho fundamental a una administración 
de justicia pronta, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
contra el cual procede el amparo indirecto, pues impide al quejoso hacer uso de un procedimiento 
alternativo para dar por terminada la prosecución judicial de la sucesión testamentaria correspondiente; 
derecho fundamental que tiene una naturaleza distinta de aquellos catalogados como formales o 
adjetivos, en razón de que la afectación es actual y no depende de que llegue o no a trascender su 
desenlace ya que, desde el momento en que no se permite dar curso a la petición propuesta, es 
necesario verificar si la autoridad responsable está o no cumpliendo con su obligación constitucional de 
impartir justicia de manera pronta, de conformidad con el precepto constitucional citado, que no se limita 
a obligar al juzgador a desahogar todas las etapas de un juicio, en los términos y plazos que establezcan 
las leyes, sino también a que vigile que un proceso jurisdiccional no dure más de lo estrictamente 
necesario. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018214  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.40 K (10a.)  
 
SISTEMA DE LIBRE VALORACIÓN DE LA PRUEBA. DEBE ATENDER A LAS REGLAS DE LA 
LÓGICA Y A LAS MÁXIMAS DE LA EXPERIENCIA. 
 
Conforme al sistema previsto en el artículo 197 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el Juez 
tiene cierto arbitrio para asignar valor a las pruebas, salvo el caso en que la ley señale a cualquiera de 
éstas uno determinado, pero ello debe sujetarse a ciertas reglas, esto es, aquél debe decidir con arreglo 
a la sana crítica, sin concluir arbitrariamente, por lo que debe atender a las reglas de la lógica y de la 
experiencia, entendiéndose a la lógica, como una disciplina del saber o ciencia que tiene reglas y 
principios que son parte de la cultura general de la humanidad, y a la experiencia, como un conocimiento 
mínimo que atañe tanto al individuo como al grupo social, que acumula conocimientos ordinarios del 
quehacer cotidiano en las actividades genéricas del ser humano, mediante la observación de los 
fenómenos sociales, culturales, políticos y de la naturaleza. Así, lo trascendente del sistema de libre 
valoración de la prueba y del razonamiento práctico, es que el juzgador señale en qué reglas de la lógica 
y en qué máximas de la experiencia, basó su estudió para así justificar el resultado de la ponderación 
alcanzado. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018213  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.125 A (10a.)  
 
SERVIDORES PÚBLICOS. SU CONDUCTA COMO SIMPLES CIUDADANOS, AL MARGEN DE SUS 
FUNCIONES, NO FORMA PARTE DEL INTERÉS LEGÍTIMO DE LA ADMINISTRACIÓN Y NO PUEDE 
SER OBJETO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, SALVO QUE CAUSE PERJUICIO AL SERVICIO, 
DADA SU NATURALEZA. 
 
De conformidad con el artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y la tesis aislada 1a. CCIX/2013 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. CONDICIONES DE APLICACIÓN DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL 
RELATIVO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXIX-H, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).", la normativa relativa al sistema de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos tiene como objetivo, regular las 
obligaciones de éstos para que actúen conforme a los deberes propios de su función y a los principios 
de legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia, mandatos de optimización que deben cumplir, 
invariablemente, en el desempeño de su cargo, empleo o comisión. Por lo cual, la disciplina exigida está 
vinculada con el adecuado y eficiente ejercicio de la función pública y, en esa medida, se imponen 
códigos de conducta y comportamientos, distintos de los exigibles a otras personas, precisamente con 
el objetivo de garantizar a la ciudadanía, como un derecho fundamental, una adecuada respuesta del 
Estado, pero sin que ello deba trascender a la órbita de conductas o libertades que, en su vida privada, 
correspondan a quienes puedan tener el carácter formal de servidores públicos. Así, la responsabilidad 
administrativa imputable a un servidor público, necesariamente debe estar relacionada, directa o 
indirectamente, con la inobservancia a los principios constitucionales señalados, pues el interés legítimo 
de la administración, en su conjunto, es el de servir con objetividad a los intereses generales, en 
particular al de asegurar el funcionamiento eficaz del servicio público que les ha sido encomendado. Por 
tanto, la conducta de dichos servidores, como simples ciudadanos, al margen de sus funciones, no forma 
parte del interés legítimo de la administración pública y no puede ser objeto del régimen disciplinario, 
salvo que redunde en perjuicio del servicio, dada su naturaleza. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018212  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a. XCIV/2018 (10a.)  
 
SENTENCIAS DE AMPARO. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 77 DE 
LA LEY DE AMPARO, AL PREVER LO RELATIVO A LA PRECISIÓN DE SUS EFECTOS, ES 
CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL. 
 
El precepto citado, al ordenar que el juzgador determine con precisión los efectos de la concesión del 
amparo, "especificando las medidas que las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su 
estricto cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del derecho", es constitucional y 
convencional, al tener como fin que se dicten las medidas necesarias para la efectiva restitución en el 
goce del derecho que se estime violado, correspondiendo al juzgador precisar la forma en que habrá de 
lograrse. Pretender que los efectos de toda sentencia de amparo sean los mismos, implicaría negar la 
naturaleza del juicio constitucional como el instrumento más importante de protección de los derechos 
fundamentales; en ese sentido, no toda violación de derechos es igual, por lo que el efecto de las 
sentencias no puede ser uniforme, sino acorde con las consideraciones que llevaron a otorgar el amparo 
y que permitan tutelar de la manera más efectiva los derechos de las personas. Es por ello que el párrafo 
aludido impone a los Jueces el deber de ser precisos en las medidas a adoptarse para el cumplimiento 
de una sentencia ejecutoria. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018211  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.16o.T.3 K (10a.)  
 
SENTENCIAS DE AMPARO DIRECTO. AL CONSTITUIR COSA JUZGADA Y SER INAMOVIBLES, 
TIENEN COMO EXCEPCIÓN EL ERROR CLARO, NOTORIO, PRECISO Y MANIFIESTO, QUE 
ORIGINA SU IMPUGNACIÓN EN UN NUEVO JUICIO DE AMPARO. 
 
Conforme al sistema de cumplimiento de las ejecutorias de amparo directo, transcurrido el plazo de 10 
días que se otorga a las partes con el informe de la autoridad responsable de que ya cumplió con la 
ejecutoria, con desahogo de la vista o sin ella, el órgano jurisdiccional declarará si la sentencia está o 
no cumplida, si se incurrió en exceso o defecto, o si hay imposibilidad para cumplirla. La determinación 
adoptada por el Tribunal Colegiado de Circuito implica que las partes estén conscientes de las 
consideraciones que se tomaron en cuenta, las que pueden controvertirse, mediante el recurso de 
inconformidad; empero, respecto de aquellas que rigen el fallo protector, en modo alguno pueden 
impugnarse en un nuevo juicio de amparo, pues al ser cosa juzgada, su concepto de violación es 
inoperante. De lo anterior, se concluye que dicha regla de inamovilidad tiene como excepción el error 
judicial claro, notorio, preciso y manifiesto, que no puede ser fuente de derecho para alguna de las 
partes, ya que no debe perderse de vista que para el caso de una decisión errónea, la parte afectada 
puede interponer el recurso respectivo, empero, ante el error judicial que adquiere relevancia cuando es 
producto de un razonamiento que no corresponde con la realidad, por haber incurrido el órgano judicial 
en un error manifiesto en la determinación y selección del material de hecho o del presupuesto sobre el 
que se asienta su decisión, de manera que es inmediatamente verificable a partir de las actuaciones 
judiciales y es determinante en la decisión adoptada por el Juez por constituir su soporte único o básico, 
lo que tiene a su alcance es un nuevo juicio de amparo directo. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018210  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.4o.P.8 P (10a.)  
 
SECUESTRO. LOS LUGARES UBICADOS EN LAS ZONAS POBLADAS NO PUEDEN 
CONSIDERARSE COMO "CAMINO PÚBLICO" O "LUGAR DESPROTEGIDO O SOLITARIO" PARA 
LA ACTUALIZACIÓN DE LA AGRAVANTE DE ESTE DELITO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10, 
FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS 
EN MATERIA DE SECUESTRO. 
 
El artículo, fracción, e inciso mencionados establecen que las penas previstas en el artículo 9 de la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción 
XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se agravarán, entre 
otros casos, cuando la privación de la libertad se realice en camino público, o en lugar desprotegido o 
solitario. Luego, para dar contenido a la locución "camino público" debe tenerse en cuenta, en primer 
lugar, el concepto previsto en el artículo 165 del Código Penal Federal, aplicable supletoriamente a la 
ley general citada, conforme al artículo 2, párrafo primero, de esta última, que dispone que es la vía de 
tránsito habitualmente destinada al uso público, sea quien fuere el propietario y cualquiera que sea el 
medio de locomoción que se permita y las dimensiones que tuviere; excluyendo los tramos que se hallen 
dentro de los límites de las poblaciones y, en segundo, que los lugares desprotegidos o solitarios son 
sitios distintos a aquellos en los que existen asentamientos humanos a los que se denomina 
"poblaciones". Por consiguiente, los lugares ubicados en las zonas pobladas no pueden considerarse 
como tales, porque para ello, el hecho ilícito debió cometerse fuera de los límites de una demarcación 
geográfica, justo porque las zonas despobladas generan un mayor grado de vulnerabilidad para la 
víctima y un ambiente propicio para facilitar la ejecución del propio evento delictivo, pues la conducta así 
desplegada tiende a superar o apartar los obstáculos para la comisión delictiva. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018209  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.240 A (10a.)  
 
SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 305 DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y 
RADIODIFUSIÓN. ES APLICABLE AL USO NO AUTORIZADO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. 
 
El artículo 305 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión establece dos infracciones que 
se sancionarán con la pérdida en beneficio de la Nación de los bienes, instalaciones y equipos 
empleados en su comisión; una, atribuible a las personas que, sin contar con concesión o autorización, 
presten servicios de telecomunicaciones o de radiodifusión y, otra a quienes, por cualquier otro medio, 
invadan u obstruyan las vías generales de comunicación. En cuanto a la segunda hipótesis, los artículos 
3, fracción XXXI, 4 y 55 del ordenamiento citado establecen que el espectro radioeléctrico se considera 
una vía general de comunicación, susceptible de sufrir interferencias perjudiciales debido a la utilización 
indebida de las bandas de frecuencias que lo integran; de ahí que el uso de las frecuencias del espectro 
radioeléctrico sin contar con la concesión, permiso o autorización requerida para ello, supone la invasión 
u obstrucción de dicha vía general de comunicación, ya que implica su ocupación en forma anormal, 
irregular o injustificada, con la consecuencia de estorbar o impedir su adecuada gestión. Por tanto, la 
sanción prevista en el numeral referido en primer término, es aplicable al uso no autorizado del espectro 
radioeléctrico. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018208  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: (IV Región)1o.9 C (10a.)  
 
SOCIEDAD CONYUGAL. PARA SU LIQUIDACIÓN ES FACTIBLE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA 
QUEJA EN FAVOR DEL CÓNYUGE QUE SE DEDICÓ EXCLUSIVAMENTE A LAS LABORES DEL 
HOGAR DURANTE EL MATRIMONIO, POR SER UN DERECHO VINCULADO CON LA 
PROTECCIÓN A LA FAMILIA Y A LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 
TUTELADOS POR LOS ARTÍCULOS 1o. Y 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 
 
Para la liquidación de una sociedad conyugal deben aplicarse los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad y los derechos humanos a la igualdad y a la no 
discriminación tutelados por los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y diversos tratados internacionales, porque se involucran decisiones sobre el patrimonio 
aportado a la sociedad conyugal durante su vigencia con el propósito de procurar el bienestar común de 
los integrantes de la familia, entendida en cualquiera de las formas en que se constituya. Así, aun cuando 
la liquidación de la sociedad conyugal sólo se ocupe de finiquitar esos bienes, surge la necesidad de 
valorar oficiosamente los hechos particulares del caso pues, de lo contrario, podría propiciarse 
desigualdad y desequilibrio entre las partes por razones de género y por no satisfacer el principio de 
proporcionalidad en el monto, los que trascenderían al resultado del fallo y colocarían en situación de 
desventaja económica al cónyuge que se dedicó exclusivamente a las labores del hogar durante el 
matrimonio, pues el derecho al reparto de los bienes que integran la sociedad conyugal deriva 
directamente de las aportaciones hechas durante la vigencia del matrimonio. Por consiguiente, no existe 
justificación constitucional para que la liquidación de la sociedad conyugal deba analizarse bajo el 
principio de estricto derecho, toda vez que se contravendrían los derechos humanos de igualdad, no 
discriminación y protección a la familia que tutelan los artículos 1o. y 4o. citados, lo que hace factible 
suplir la deficiencia de la queja, en aras de salvaguardar aquellos derechos fundamentales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018207  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.136 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA CUANTIFICAR EL MONTO DE LA 
INDEMNIZACIÓN RELATIVA POR DAÑO MATERIAL, DEBEN TOMARSE EN CONSIDERACIÓN EL 
LUCRO CESANTE Y EL DAÑO EMERGENTE. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que la reparación integral del daño implica el 
restablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como 
una indemnización por los daños causados. En este sentido, señaló que "el daño material" supone la 
pérdida o detrimento de los ingresos de la víctima, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 
consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos consecuentes, el cual 
comprende, por un lado, el lucro cesante, que se refiere a la pérdida de ingresos de la víctima directa o 
indirecta y, por otro, el daño emergente, que enmarca los pagos y gastos en los que han incurrido la 
víctima o sus familiares. Por tanto, para cuantificar el monto de la indemnización por daño material 
derivada de la responsabilidad patrimonial del Estado, que corresponde por ejemplo, a una persona a 
quien se le amputó una extremidad como consecuencia de la actividad administrativa irregular del 
Estado, deben tomarse en consideración el lucro cesante y el daño emergente. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018206  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.137 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA INDEMNIZACIÓN RELATIVA POR 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO, EN CASO DE FALLECIMIENTO DE ALGUNA DE LAS 
VÍCTIMAS (DIRECTA O INDIRECTA) DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, DEBERÁ 
PAGARSE EN SU TOTALIDAD A LA QUE SOBREVIVA. 
 
Atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuando fallece alguna 
de las víctimas (directa o indirecta) de la actividad administrativa irregular del Estado que produjo su 
responsabilidad patrimonial, como parte de la reparación integral del daño, las cantidades que 
correspondan por concepto de indemnización deberán pagarse en su totalidad a la que sobreviva, a fin 
de lograr una tutela judicial efectiva; de lo contrario, la protección judicial y la plena restitución de los 
derechos violados resultarían nulas o ilusorias. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018205  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.134 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CASO EN EL QUE PARA CUANTIFICAR EL 
MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN RELATIVA POR DAÑO MORAL, DEBE TOMARSE EN 
CONSIDERACIÓN EL CÚMULO DE DERECHOS TRANSGREDIDOS. 
 
Para cuantificar el monto de la indemnización por daño moral, derivado de la responsabilidad patrimonial 
del Estado, que corresponde a una persona a quien se le amputó una extremidad inferior como 
consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, no debe considerarse únicamente una 
vulneración genérica del derecho a la salud, sino que, conforme al principio de interdependencia y a fin 
de lograr una reparación integral del daño, debe tomarse en consideración el cúmulo de derechos 
transgredidos por la actividad administrativa irregular del Estado, como son los relativos a la: vida, 
integridad personal, salud (física y mental), dignidad y, en su caso, los especiales que corresponden a 
un adulto mayor, producto de su vulnerabilidad y la grave afectación a la libertad física del particular 
afectado. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018204  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.39 K (10a.)  
 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. CARACTERÍSTICAS QUE DETERMINAN SI CUMPLEN 
CON UNA ADECUADA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 
 
Dentro de los diversos derechos y garantías consagrados por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, destaca la garantía de legalidad, prevista en su artículo 16, la cual consiste en la 
obligación que tiene la autoridad de fundar y motivar todo acto de molestia que se dirija a los particulares. 
En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que el cumplimiento de aquélla se 
verifica de manera distinta tratándose de actos administrativos y de resoluciones jurisdiccionales, pues 
éstas la observan sin necesidad de invocar expresamente el o los preceptos que las fundan, cuando de 
ellas se advierte con claridad el artículo en que se basa la decisión. Como complemento de lo anterior, 
debe tenerse en cuenta que las resoluciones jurisdiccionales presuponen un conflicto o litis entre las 
partes, en el cual el demandante establece sus pretensiones, apoyándose en determinados hechos o 
circunstancias y razones de derecho, y el demandado lo objeta mediante defensas y excepciones, lo 
que obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su conocimiento, analizando todos y cada 
uno de los argumentos aducidos por las partes, de forma que se condene o absuelva al demandado. 
Para llegar a esta conclusión, el juzgador debe motivar su determinación expresando las razones 
normativas que informen de lo decidido –ratio decidendi–, es decir, el razonamiento o principio normativo 
aplicable al caso que da respuesta a la quaestio iuris, en el entendido de que el razonamiento jurídico-
práctico, pretende dar respuestas a preguntas o problemas acerca de lo que, en un caso determinado 
es debido hacer u omitir, con base en lo que dispone el ordenamiento jurídico. Por otra parte, la 
obligación a cargo de los órganos jurisdiccionales de motivar sus resoluciones no únicamente implica 
expresar argumentos explicativos del porqué se llegó a una decisión concreta, sino también demostrar 
que esa decisión no es arbitraria, al incorporar en ella el marco normativo aplicable, los problemas 
jurídicos planteados, la exposición concreta de los hechos jurídicamente relevantes, probados y las 
circunstancias particulares consideradas para resolver. Consecuentemente, para determinar si una 
resolución jurisdiccional cumple con una adecuada fundamentación y motivación, los razonamientos 
judiciales utilizados deben justificar la racionalidad de la decisión, con el fin de dar certeza a los 
gobernados a quienes se dirigen del porqué se llegó a una conclusión y la razón por la cual es la más 
acertada, en tanto: (i) permiten resolver el problema planteado, (ii) responden a los elementos de hecho 
y de derecho relevantes para el caso, y (iii) muestran si la decisión es consistente respecto de las 
premisas dadas, con argumentos razonables. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018203  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (I Región)4o.7 K (10a.)  
 
REPRESENTANTE ESPECIAL DE UN MENOR. CUANDO PROCEDA SU DESIGNACIÓN, 
CONFORME AL ARTÍCULO 8o. DE LA LEY DE AMPARO, EL JUEZ DEBE GARANTIZAR SU 
INTERVENCIÓN ACTIVA EN EL PROCESO, DE LO CONTRARIO, SE DEJARÍA A AQUÉL EN 
ESTADO DE INDEFENSIÓN, LO QUE CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS 
ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO QUE ORIGINA SU 
REPOSICIÓN. 
 
De los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 12 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, deriva el derecho de los menores a participar en procedimientos 
jurisdiccionales que afecten su esfera jurídica, atento a dos elementos, que: 1) los niños sean 
escuchados; y, 2) sus opiniones sean tomadas en cuenta, en función de su edad y madurez. De ese 
modo, la naturaleza jurídica de este derecho se traduce en brindar a los menores una protección 
adicional que permita que su actuación, dentro de procedimientos jurisdiccionales que puedan afectar 
sus intereses, no implique desventajas inherentes a su condición especial. Así, para garantizar el 
derecho fundamental de los menores a ser escuchados y tomados en consideración en el juicio de 
amparo, en los casos en que proceda la designación del representante especial conforme al artículo 8o. 
de la Ley de Amparo, el Juez debe procurar la asistencia del representante especial para protestar el 
cargo conferido, con el objeto de tener certidumbre del pleno conocimiento del cargo que se le confirió; 
asimismo, para garantizar su intervención activa en el proceso debe proveer la entrega de las 
constancias necesarias como la copia de la demanda de amparo y sus anexos, del auto en que ésta se 
admitió y del contenido del informe justificado rendido por la autoridad responsable, todo ello con la 
anticipación de ocho días previos a la celebración de la audiencia constitucional; en caso contrario, se 
dejaría en estado de indefensión al menor, lo que constituye una violación a las reglas del procedimiento 
del juicio de amparo indirecto que origina su reposición, con base en el artículo 93, fracción IV, de la ley 
de la materia. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, 
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018202  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.7o.P.105 P (10a.)  
 
REPARACIÓN DEL DAÑO. SI SE CONDENA AL SENTENCIADO A SU PAGO POR DETERMINADO 
DELITO, EL CUAL COMETIÓ CONJUNTAMENTE CON OTROS ACTIVOS, A QUIENES AÚN NO SE 
LES DICTA SENTENCIA, EL HECHO DE QUE EN SU MOMENTO TAMBIÉN SE CONDENE A ÉSTOS 
POR DICHO CONCEPTO, NO IMPLICA QUE SE REPARE DOS VECES EL DAÑO MATERIAL A LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO PUES, EN ESTE CASO, DEBE APLICARSE EL PRINCIPIO DE 
SUBSIDIARIEDAD. 
 
El Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, establece la reparación del 
daño como pena pública a que la persona responsable de un delito, con resultado material lesivo de 
bienes jurídicos, queda obligada; sin embargo, la normativa no establece la forma en que habrá de 
cumplirse con esa obligación en caso de que existan dos o más sujetos obligados a dicha pena pública, 
como cuando hay más imputados aun en etapa de juicio oral. No obstante, conforme al derecho civil, 
una obligación es solidaria, hablando de los obligados a su cumplimiento (pasiva), cuando dos o más 
personas tienen el deber de cubrir, cada uno de por sí, en su totalidad, la prestación debida; y lo es 
mancomunada, cuando el crédito o la deuda se consideran divididos en tantas partes como deudores 
haya, y cada parte constituye una deuda distinta. En ese sentido, si se condena al sentenciado a la 
reparación del daño por determinado delito, el cual cometió conjuntamente con otros activos –respecto 
de quienes aún no se dicta sentencia–, el hecho de que en su momento también se condene a éstos por 
ese concepto, no implica que al pasivo del delito se le repare dos veces el daño material, dado que en 
esa hipótesis, debe aplicarse el principio de subsidiariedad. Lo anterior, porque el concepto de 
reparación del daño no puede quedar supeditado a la conclusión de diverso procedimiento, si en el que 
se emite la condena quedaron debidamente acreditados el daño y la obligación de cubrir la reparación 
correspondiente, pues de demostrarse, en su momento, que los demás involucrados resultaron 
penalmente responsables y tienen obligación de reparar ese daño, el quejoso puede exigirles la parte 
que les corresponda como obligados solidarios y mancomunados. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018201  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.63 C (10a.)  
 
REMISIÓN AL ARBITRAJE. SUPUESTO EN EL QUE PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN. 
 
De la interpretación conjunta de los artículos 1424 y 1464 del Código de Comercio, se advierte la 
existencia de una regla general en cuanto al momento y la forma en que el Juez ante el cual se someta 
un litigio sobre un asunto que sea objeto de un acuerdo de arbitraje, remitirá a las partes al mismo en el 
momento que cualquiera de ellas lo solicite, salvo cuando se demuestre que el acuerdo o cláusula arbitral 
es nulo, ineficaz o de ejecución imposible; asimismo y respecto de la forma en que la remisión debe 
sustanciarse, se establece que esa solicitud debe hacerse en el primer escrito que presente quien lo 
pida, con la cual el juzgador dará vista a las demás partes y resolverá de inmediato, de modo tal que si 
considera procedente dicha petición, remitirá a las partes al arbitraje y ordenará la suspensión del 
procedimiento jurisdiccional; determinándose específicamente en la fracción VI del segundo precepto 
invocado, que contra dicha resolución de remisión al arbitraje no procederá recurso alguno. Lo anterior 
significa que la resolución de remisión al arbitraje a que se refiere el artículo 1464 citado, y contra la cual 
no procede recurso alguno, es aquella que emite el juzgador de manera previa a la resolución del juicio 
en que se demanda la nulidad de esa cláusula arbitral, es decir, la que no contiene declaratoria alguna 
sobre la nulidad o subsistencia del compromiso arbitral. Sin embargo, cuando en una contienda que es 
llevada ante el órgano jurisdiccional lo que se cuestiona es la existencia o validez de esa cláusula 
compromisoria, y la materia del juicio se centra únicamente en determinar en sentencia definitiva esa 
prestación, esto es, a declarar si es válido o no el compromiso arbitral, dado que las etapas postulatoria, 
probatoria y resolutiva de ese juicio se acotaron a esa materia y, como consecuencia de ello, remite a 
las partes al tribunal arbitral para que conozca de las demás prestaciones que escapan de la 
competencia del Juez; estamos entonces en presencia de una sentencia emitida en un procedimiento 
judicial, cuya impugnación se rige por las reglas del juicio ordinario mercantil, al haber sido ésa la vía en 
que se tramitó. Lo anterior se estima así, en atención a que el ejercicio de la función jurisdiccional que 
en este caso realizó el Juez de origen, al pronunciarse sobre la competencia del tribunal arbitral, no 
corresponde al análisis previo que señala el artículo 1464 invocado, sino que se trata de una sentencia 
que decide –en el ámbito de la competencia del juzgador– la validez de la cláusula arbitral; con lo cual 
no se trata de una cuestión procesal que es la que formalmente prevé dicho dispositivo. Dicho en otros 
términos, el pronunciamiento del Juez sobre la remisión al arbitraje a que se refiere el artículo 1464 del 
Código de Comercio, se equipara –por sus efectos– a la resolución previa de una excepción procesal, 
como sería la de competencia; característica que no tiene la decisión hecha en sentencia definitiva sobre 
la validez del compromiso arbitral, la cual por tratarse de una decisión de fondo en el ámbito de la 
competencia del Juez, no se ubica en el supuesto a que se refiere el último párrafo del invocado numeral, 
pues en este caso, la remisión al arbitraje es una consecuencia de la declaratoria de validez del acuerdo 
en que se analizó la obligatoriedad de ese compromiso, al hacerse valer su carácter vinculante con lo 
cual, válidamente puede decirse que la remisión al arbitraje que en este caso realizó el Juez responsable 
en la sentencia reclamada, es una consecuencia lógica y natural de la sentencia que resuelve la acción 
de nulidad del acuerdo de arbitraje, la cual incluso se siguió y tramitó en la vía ordinaria mercantil y no 
en un procedimiento especial de naturaleza arbitral, sentencia contra la cual procede el recurso de 
apelación. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2018200  
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Tesis: I.14o.T.8 L (10a.)  
 
REINSTALACIÓN. CONTRA EL AUTO QUE TIENE POR CUMPLIDA ESA CONDENA PROCEDE EL 
AMPARO INDIRECTO, AUN CUANDO EL LAUDO IMPONGA OTRAS QUE ESTÉN PENDIENTES DE 
EJECUTAR. 
 
Cuando un laudo impone múltiples condenas y para el cumplimiento de éstas debe realizarse una serie 
de actos jurídicos durante el procedimiento de ejecución, entre ellos, la reinstalación en ciertos términos 
y condiciones, procede el amparo indirecto contra el auto que declara cumplido ese aspecto, con 
independencia de que existan otros pendientes, pues de lo contrario, el lapso que transcurra entre el 
auto que tuvo por reinstalada a la actora y aquel en que se dicte la última resolución en el procedimiento 
de ejecución, sería el periodo durante el cual la trabajadora tendría que laborar, sin que se examine si 
las condiciones en que fue reinstalada son, efectivamente, las mismas que se ordenaron en el laudo o 
no y, si esas condiciones violan los derechos sustantivos de la quejosa. Lo anterior, aunado que la 
hipótesis prevista en el artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, está referida al caso ordinario, en 
el que existe sólo una resolución final sobre el cumplimiento, pero no prevé casos como el que se 
examina, en el que, por haber diferentes condenas en el laudo, pueden producirse varias resoluciones 
relativas, cada una, encaminada al cumplimiento de un punto, sin que necesariamente vaya a emitirse 
un pronunciamiento final que los englobe a todos. Así, si la procedencia del amparo indirecto tiene como 
base las hipótesis ordinarias, pero no las extraordinarias o singulares, debe reconocerse para éstas un 
tratamiento diferenciado, armonizado con el sistema general. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EL QUEJOSO CARECE DE LEGITIMACIÓN 
PARA INTERPONERLO, POR NO AFECTAR SU ESFERA JURÍDICA CONTRA LA SENTENCIA QUE 
LE CONCEDE EL AMPARO PARA QUE LA RESPONSABLE DEJE SIN EFECTOS EL ACTO 
RECLAMADO, DEVUELVA LOS AUTOS PARA QUE SE REGULARICE EL PROCEDIMIENTO Y, 
HECHO LO ANTERIOR, CONTINÚE CON EL TRÁMITE QUE EN DERECHO PROCEDA. 
 
Los artículos 103, fracción I y 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 5o., fracción I, de la Ley de Amparo, establecen el principio de instancia de parte agraviada, como 
requisito para promover el juicio de amparo, el cual prevalece para la interposición del recurso de 
revisión, según se regula en los artículos 81, fracción I, inciso e) y 88, párrafo primero, de la ley citada. 
Por tanto, el quejoso carece de legitimación para impugnar lo determinado por el Juez de Distrito, cuando 
le concede la protección constitucional para que la autoridad responsable emita una nueva 
determinación en la que se deje sin efectos el acto reclamado, devuelva los autos para que se regularice 
el procedimiento y, hecho lo anterior, continúe con el trámite que en derecho proceda, ya que con ello 
únicamente se conmina a la autoridad responsable a que emita una nueva determinación, subsanando 
las violaciones procesales en que incurrió en la emisión del acto reclamado, lo que no le depara perjuicio 
al quejoso, y hace improcedente el recurso de revisión interpuesto por éste, pues no basta tener 
reconocida la calidad de parte para excitar la función jurisdiccional de una nueva instancia sino, además, 
se requiere que la resolución impugnada cause un agravio como titular del derecho puesto a discusión 
en el juicio y, en el caso, la sentencia de amparo indirecto no afecta la esfera jurídica del recurrente, 
pues con la concesión del amparo no se está conminando a la responsable a emitir una determinación 
contraria a los intereses del quejoso, pues si bien existe la posibilidad de que sí lo haga una vez que 
regularice el procedimiento, lo cierto es que lo que le depararía perjuicio sería la que emita esta 
autoridad, mas no la resolución por la que se concedió el amparo; en consecuencia, al no causarle 
perjuicio la resolución recurrida y tampoco tener legitimación para impugnarla mediante el recurso de 
revisión, éste es improcedente.  
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018198  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: X.A.T.15 A (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL 
ESTADO DE TABASCO. PROCEDE CONTRA LOS AUTOS O RESOLUCIONES QUE DESECHEN 
PARCIALMENTE LA DEMANDA DE NULIDAD. 
 
De los artículos 48 y 110 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco, se advierte que el 
recurso de reclamación procede, entre otras hipótesis, contra los acuerdos o resoluciones del Magistrado 
instructor del Tribunal de Justicia Administrativa local que admitan, desechen, o tengan por no 
presentada la demanda, la contestación o la ampliación de ambas, o alguna prueba, sin que 
expresamente prevean los autos o resoluciones que desechen parcialmente la demanda. No obstante, 
estas últimas determinaciones tienen el efecto de no admitir una demanda respecto de un acto y/o una 
autoridad, lo cual implica que éstos no formarán parte del proceso litigioso y, por ende, del 
pronunciamiento final, habida cuenta que se da por concluida la acción ejercida por el actor, sin entrar 
al estudio de sus pretensiones en relación con el acto o autoridad de que se trate. Por tanto, procede 
dicho medio de defensa contra los autos o resoluciones que desechen parcialmente la demanda de 
nulidad, pues al existir la misma razón que en el desechamiento total, debe subsistir igual disposición. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2018197  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común, Laboral)  
Tesis: XVII.1o.C.T.68 L (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE ÉSTE Y NO EL DE INCONFORMIDAD CONTRA EL AUTO 
DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE IMPONE UNA MULTA A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO 
[INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 159/2015 (10a.)]. 
 
El artículo 104 de la Ley de Amparo prevé el recurso de reclamación contra los autos dictados por el 
presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de una Sala, o por el presidente de un Tribunal 
Colegiado de Circuito; por otro lado, el numeral 201 señala la procedencia del recurso de inconformidad, 
respecto de la resolución que tenga por cumplido el fallo protector, determine la imposibilidad material o 
jurídica para cumplirlo u ordene el archivo del asunto, declare sin materia o infundada la denuncia de 
repetición del acto reclamado, y aquella que resuelva infundada o improcedente la denuncia por 
incumplimiento de la declaratoria general de inconstitucionalidad. Así, el auto del presidente del Tribunal 
Colegiado de Circuito que impone una multa a la autoridad responsable en la etapa de ejecución, por falta de 
cumplimiento a la sentencia concesoria y requiere nuevamente éste, es impugnable mediante el recurso de 
reclamación, ya que se trata de una actuación emitida por uno de los entes señalados en el numeral 104 
citado, y no se ubica en ninguno de los supuestos del recurso de inconformidad, sin que impida llegar a esta 
conclusión la tesis de jurisprudencia 2a./J. 159/2015 (10a.), de la Segunda Sala del Máximo Tribunal del País, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, 
página 288, de título y subtítulo: "RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE ESTÁ LEGITIMADA PARA PROMOVERLO CONTRA LAS MULTAS QUE SE 
LE IMPUSIERON DURANTE EL PROCEDIMIENTO PARA OBTENER EL CUMPLIMIENTO DE LA 
EJECUTORIA DE AMPARO.", toda vez que en dicho criterio se analizó un supuesto distinto, relativo a que 
la sanción pecuniaria a la autoridad responsable por cumplimiento defectuoso o excesivo, fue impuesta por 
el Tribunal Colegiado de Circuito, y no por su presidente; incluso, los precedentes de esa jurisprudencia, 
surgieron cuando el análisis de los actos encaminados a acatar la sentencia concesoria, correspondía al 
Pleno del órgano jurisdiccional, en virtud de que no se encontraba vigente el Instrumento Normativo aprobado 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el cinco de septiembre de dos mil diecisiete, por el 
que se modifican el inciso d) de la fracción VI y la fracción XVI, y se deroga la fracción XIV, del punto segundo; 
se modifica la fracción IV, y se adiciona una fracción V, respecto del punto cuarto; se modifica la fracción I, 
párrafo primero, y se adiciona una fracción IV, respecto del punto octavo; se modifican el párrafo segundo y 
la fracción IV, del punto noveno, y se modifican los puntos décimo y décimo tercero, párrafo segundo, del 
Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su 
resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, 
para establecer que a partir del 6 de septiembre de 2017, es atribución del presidente del Tribunal Colegiado 
de Circuito dictar los acuerdos, entre otros, sobre el cumplimiento de una sentencia de amparo directo; por 
ello, en el supuesto del criterio invocado, la determinación del exceso o defecto del fallo protector con la 
consecuente imposición de una multa a la autoridad, se emitiera por el Pleno y, por ende, el recurso para 
controvertir dicha sanción, no fuera el de reclamación, sino el de inconformidad. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018194  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común, Laboral)  
Tesis: I.16o.T.13 L (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE 
TRAMITAR EL INCIDENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS, GENERADOS CON MOTIVO DE LA 
CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE UN LAUDO, IMPUGNADO EN AMPARO 
DIRECTO EN EL QUE SE NEGÓ LA PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL O SE SOBRESEYÓ 
EN EL JUICIO [INTERPRETACIÓN ANALÓGICA DE LOS INCISOS A) Y C) DE LA FRACCIÓN II DEL 
ARTÍCULO 97 DE LA LEY DE LA MATERIA]. 
 
La falta de pronunciamiento de la Junta respecto del escrito mediante el cual el trabajador promovió el 
incidente de daños y perjuicios, encuadra, por analogía, en los inicios a) y c) de la fracción II del artículo 
97 de la Ley de Amparo, que prevén la procedencia del recurso de queja contra la omisión de la autoridad 
responsable de remitir la demanda de amparo o lo haga indebidamente, así como su procedencia contra 
la resolución que decide el incidente de daños y perjuicios, respectivamente. Dicha analogía opera ante 
la circunstancia de que el numeral citado no establece expresamente la procedencia del recurso en 
amparo directo para impugnar la falta o ausencia de actuación respecto de la petición que hace el tercero 
interesado a la autoridad responsable, si en el juicio, donde se negó la protección constitucional, o se 
sobreseyó, previamente se otorgó la suspensión y, aquél –tercero interesado– solicita abrir incidente de 
daños y perjuicios. En ese contexto, de la interpretación de los incisos señalados, conforme al artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 6, numeral 
1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y conforme al principio pro 
persona, debe estimarse que la omisión citada constituye un caso análogo a los establecidos en los 
incisos aludidos, en el entendido de que no se prejuzga sobre la procedencia del incidente de daños y 
perjuicios interpuesto ante la autoridad responsable, ni sobre el trámite que, en su caso, debiera dársele. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2018193  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.37 K (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA EN AMPARO INDIRECTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY DE LA MATERIA. PROCEDE EL INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO EN EL AUTO 
ADMISORIO DE REQUERIRLE EL INFORME JUSTIFICADO EN UN PLAZO DIFERENTE AL 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 117 DE LA PROPIA LEY. 
 
Contra la determinación del Juez de Distrito en el auto admisorio de la demanda, de requerir el informe 
justificado a la autoridad responsable en un plazo diferente al establecido en el artículo 117 de la Ley de 
Amparo (5 días hábiles, en caso de que el informe sea en sentido negativo y 15 días hábiles si fuera 
afirmativo), procede el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso a), de la propia ley 
interpuesto por aquélla, porque se toma como parámetro de la procedencia del recurso, el continente 
donde se halla inmersa la determinación que, a consideración de dicha parte le genera agravios, pues 
de disgregar el contenido impugnado de su continente, se correría el riesgo de dividir la continencia de 
la causa, ya que tratándose de la autoridad responsable, la admisión de la demanda tiene efectos 
relevantes, pues le obliga a la rendición del informe justificado y a la exhibición de las constancias 
relacionadas con los actos reclamados, entre otros aspectos. De ese modo, no se entendería que en el 
auto inicial el Juez de Distrito –o, en su caso, el Magistrado Unitario de amparo– requiriera el informe 
justificado a las autoridades responsables, si previo a ello, en ese mismo auto, no se admitiera la 
demanda, siendo el requerimiento del informe justificado una consecuencia jurídica de ese acto procesal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018192  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.47 K (10a.)  
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. LA AMPLIACIÓN DE LOS AGRAVIOS VERTIDOS PROCEDE 
SIEMPRE Y CUANDO SE REALICE DENTRO DEL PLAZO LEGAL ESTABLECIDO PARA SU 
INTERPOSICIÓN. 
 
Aun cuando de los artículos 201 y 202 de la Ley de Amparo no se advierte que el legislador haya previsto 
expresamente la procedencia de la ampliación de los agravios en el recurso de inconformidad, de la 
intelección de dichos numerales y del principio pro persona, se concluye que la presentación del escrito 
mediante el cual se interpone ese medio de impugnación, no conlleva la pérdida del derecho procesal 
que asiste al gobernado para disponer, en su totalidad, del periodo que la ley le confiere para impugnar 
la resolución recurrida, por lo que puede complementar o perfeccionar los motivos de inconformidad 
expresados en su contra, siempre y cuando esto se haga dentro del plazo de 15 días hábiles que para 
la interposición del recurso establece el numeral 202 citado. De ahí que cuando el recurrente amplía los 
agravios durante ese lapso, la complementación del recurso de inconformidad debe estimarse legal, 
como lo sostuvo este órgano colegiado (respecto de diverso medio de impugnación) en la tesis 
VII.2o.T.26 K (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de junio de 2017 
a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo 
IV, junio de 2017, página 2977, de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA. LA AMPLIACIÓN DE LOS 
AGRAVIOS VERTIDOS ES PROCEDENTE SIEMPRE Y CUANDO SE REALICE DENTRO DEL PLAZO 
LEGAL ESTABLECIDO PARA SU INTERPOSICIÓN." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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RECURSO DE INCONFORMIDAD. EL PRESIDENTE DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
NO DEBE SER PONENTE DEL PROYECTO DE RESOLUCIÓN EN EL QUE SE REVISAN SUS 
ACUERDOS DE CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO DIRECTO. 
 
Los artículos 201 y 202 de la Ley de Amparo establecen el recurso de inconformidad como el medio de 
defensa en el juicio de amparo, directo e indirecto, contra la determinación judicial que tiene por cumplida 
la ejecutoria constitucional que, de conformidad con los puntos décimo, décimo primero y décimo 
segundo del Instrumento Normativo aprobado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
el cinco de septiembre de dos mil diecisiete, por el que se modifican el inciso d) de la fracción VI y la 
fracción XVI, y se deroga la fracción XIV, del punto segundo; se modifica la fracción IV, y se adiciona 
una fracción V, respecto del punto cuarto; se modifica la fracción I, párrafo primero, y se adiciona una 
fracción IV, respecto del punto octavo; se modifican el párrafo segundo y la fracción IV, del punto noveno, 
y se modifican los puntos décimo y décimo tercero, párrafo segundo, del Acuerdo General Número 
5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío 
de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito; a partir de su 
entrada en vigor, corresponde al presidente del Tribunal Colegiado de Circuito pronunciarse sobre el 
cumplimiento de una ejecutoria concesoria de amparo directo, por lo que, contra esa determinación 
procede dicho recurso, cuya competencia fue delegada, en términos del instrumento normativo aludido, 
para que sea el Pleno del propio tribunal de su adscripción el que deba revisar y verificar la legalidad de 
la resolución emitida por aquel funcionario judicial, para así atribuirle el carácter de definitiva. En 
consecuencia, cuando el expediente del recurso esté debidamente integrado, esto es, en estado de 
resolución, con fundamento en el artículo 41, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, debe turnarse para la elaboración del proyecto respectivo a cualquiera de los Magistrados 
integrantes del órgano, con exclusión de su presidente, ya que no es lógico ni jurídico que sea el propio 
presidente quien elabore el proyecto de resolución en el que se revisa la determinación que adoptó en 
funciones de calificador del cumplimiento dado al fallo protector, todo esto a efecto de garantizar, 
además, la transparencia en el ejercicio de las potestades confiadas legalmente y preservar la 
imparcialidad en dicha tarea. Lo anterior se concluye conforme a la lógica que aplicó la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto del recurso de reclamación, en la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 41/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 
de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 652, de título y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. 
EL PRESIDENTE DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO DEBE SER PONENTE DEL 
PROYECTO DE RESOLUCIÓN EN EL QUE SE REVISAN SUS ACUERDOS DE TRÁMITE." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018189  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.92 C (10a.)  
 
PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO CIVIL. CUANDO EL OFERENTE SE OBLIGA A PRESENTAR 
AL TESTIGO, QUE RADICA FUERA DEL LUGAR DE RESIDENCIA DEL JUEZ DEL CONOCIMIENTO, 
NO DEBE EXIGIRSE LA EXHIBICIÓN DEL INTERROGATORIO POR ESCRITO, NI DESECHARSE 
POR OMITIR ESE REQUISITO, PUES NO CONSTITUYE UNA CONDICIÓN DE EFICACIA PARA SU 
PREPARACIÓN Y DESAHOGO. 
 
Conforme a los artículos 120 y 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, al ofrecerse la prueba testimonial, en el juicio civil, deben indicarse 
el nombre y el domicilio de los testigos, cuya citación debe hacerse por conducto del oferente de la 
prueba, por lo que éste tiene la obligación de presentarlos, para cuyo efecto se le entrega la cédula de 
notificación correspondiente. Por regla general, ésta puede desahogarse sin necesidad de 
interrogatorios escritos, pues las preguntas a los testigos se formulan oral y directamente por las partes, 
momento en el que deben ser calificadas por el juzgador en cuanto a su relación directa con los puntos 
controvertidos, en tanto sean claras y precisas, no comprendan más de un hecho, ni sean contrarias al 
derecho o a la moral (artículo 360 del mismo código). Esta regla general, sobre la preparación y el 
desahogo oral de la prueba, tiene dos excepciones, que: a) el testigo sea un alto funcionario; y, b) la 
persona radique fuera del lugar de residencia del Juez que conozca del juicio. En el último supuesto, el 
oferente de la prueba debe exhibir, para su admisión, el original y copias del interrogatorio para las otras 
partes, quienes podrán presentar sus interrogatorios de repreguntas, al tenor de los cuales deberán ser 
examinados los testigos, según el artículo 362 de ese código. Al calificar la admisibilidad de la prueba, 
el Juez determinará si el interrogatorio reúne los requisitos de las preguntas ya que, de lo contrario, debe 
desecharla de plano. Así, el requisito de exhibir el interrogatorio por escrito se justifica por la necesidad 
de preparar dicha probanza, pues éste se acompaña al exhorto que se gira para el desahogo de la 
prueba ante otro Juez que, en auxilio del primero, realice la diligencia procesal. Además, debe darse 
vista a la contraparte con ese escrito, para que tenga la oportunidad de adicionar las repreguntas que 
estime conducentes para demostrar su acción o excepción, lo que salvaguarda el principio de igualdad 
procesal. Lo anterior es inaplicable si el testigo reside fuera del lugar de residencia del Juez del 
conocimiento, y el oferente de la prueba se obliga a presentarlo ante éste ya que, en ese supuesto, 
resultaría innecesaria la presentación del interrogatorio por escrito, ya que la prueba no tendría que 
prepararse por exhorto y el Juez podría cuidar que las preguntas verbales formuladas en la audiencia 
cumplan con las condiciones legales y se le concedería a la contraparte la oportunidad de adicionar las 
repreguntas verbales que estime conducentes para demostrar su acción o excepción. Por tanto, no debe 
exigirse la exhibición de los interrogatorios por escrito, ni por omitir ese requisito desecharse la prueba, 
pues en esa situación, el interrogatorio por escrito no constituye una condición de eficacia para la 
preparación y desahogo de la prueba testimonial, ni su falta de exhibición haría nugatorio el derecho 
procesal que tiene la contraparte para formular repreguntas, quien en la audiencia probatoria podrá 
oponerse a la calificación legal de las preguntas y formular las repreguntas que estime oportunas para 
acreditar sus pretensiones, acorde con los artículos 360 y 361 del código procesal civil citado. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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PRUEBAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. PARA QUE SEAN CONSIDERADAS POR LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA AL DICTAR LA SENTENCIA DEFINITIVA, 
NO BASTA CON QUE OBREN EN EL TOMO CORRESPONDIENTE, SINO QUE DEBEN OFRECERSE 
Y, EN SU CASO, PERFECCIONARSE POR QUIEN PRETENDE QUE LE BENEFICIEN. 
 
Del artículo 41 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que los 
Magistrados instructores de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa pueden valerse de 
cualquier prueba e, inclusive, instar la tramitación de aquellos medios de convicción que consideren 
necesarios para conocer la verdad jurídica de las cosas, pero esa facultad no llega al extremo de que, 
por el hecho de que determinadas documentales de un procedimiento administrativo obren en el tomo 
de pruebas del juicio de nulidad, deban ser consideradas al dictar la sentencia definitiva, si no fueron 
introducidas legalmente al proceso, ya que si bien, una vez desahogado el medio de convicción de que 
se trate, ya no pertenece a las partes, sino al proceso, ello no implica que si una prueba no fue ofrecida, 
admitida y desahogada conforme a derecho, pueda beneficiar a una de las partes, en atención a que 
está afectada de un vicio de origen, pues en términos del artículo 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al ordenamiento inicialmente señalado, debió ofrecerse 
y, en su caso, perfeccionarse, para que se considerara por la Sala, al resolver sobre la legalidad de la 
resolución impugnada. 
 
DÉCIMO NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2018188  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.19o.A.1 A (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. PARA QUE SEAN CONSIDERADAS POR LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA AL DICTAR LA SENTENCIA DEFINITIVA, 
NO BASTA CON QUE OBREN EN EL TOMO CORRESPONDIENTE, SINO QUE DEBEN OFRECERSE 
Y, EN SU CASO, PERFECCIONARSE POR QUIEN PRETENDE QUE LE BENEFICIEN. 
 
Del artículo 41 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que los 
Magistrados instructores de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa pueden valerse de 
cualquier prueba e, inclusive, instar la tramitación de aquellos medios de convicción que consideren 
necesarios para conocer la verdad jurídica de las cosas, pero esa facultad no llega al extremo de que, 
por el hecho de que determinadas documentales de un procedimiento administrativo obren en el tomo 
de pruebas del juicio de nulidad, deban ser consideradas al dictar la sentencia definitiva, si no fueron 
introducidas legalmente al proceso, ya que si bien, una vez desahogado el medio de convicción de que 
se trate, ya no pertenece a las partes, sino al proceso, ello no implica que si una prueba no fue ofrecida, 
admitida y desahogada conforme a derecho, pueda beneficiar a una de las partes, en atención a que 
está afectada de un vicio de origen, pues en términos del artículo 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al ordenamiento inicialmente señalado, debió ofrecerse 
y, en su caso, perfeccionarse, para que se considerara por la Sala, al resolver sobre la legalidad de la 
resolución impugnada. 
 
DÉCIMO NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018187  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: II.1o.T.45 L (10a.)  
 
PRUEBA CONFESIONAL A CARGO DE CODEMANDADOS FÍSICOS EN EL JUICIO LABORAL. EL 
OFERENTE DEBE ESPECIFICAR SI SU DESAHOGO SERÁ COMO CODEMANDADO FÍSICO Y 
PARA HECHOS PROPIOS, PUES DE LO CONTRARIO HABRÁ DE TENERSE POR OFRECIDA 
ÚNICAMENTE COMO CODEMANDADO. 
 
Tratándose de la prueba confesional en el procedimiento laboral, la Ley Federal del Trabajo prevé dos 
tipos; el primero se regula en el artículo 786 que establece que cada parte podrá solicitar se cite a su 
contraparte para absolver posiciones y, respecto de personas morales, su desahogo debe verificarse 
por conducto de su representante legal; el segundo, se prevé en el numeral 787, que señala que también 
podrá citarse a absolver posiciones personalmente a los directores, administradores, gerentes y, en 
general, a las personas que ejerzan funciones de dirección y administración en la empresa o 
establecimiento, así como a los miembros de la directiva de los sindicatos, cuando los hechos que dieron 
origen al conflicto les sean propios y se les hayan atribuido en la demanda o contestación, o bien, que 
por razón de sus funciones les deban ser conocidos; lo que significa que la materia de la confesional se 
referirá a los hechos que originaron el conflicto, con las características anteriores. Ahora bien, en los 
casos en los que se ofrezca la prueba confesional a cargo de quienes figuraron como codemandados 
físicos, el oferente debe especificar si su desahogo será como codemandado físico y para hechos 
propios, de lo contrario, habrá de tenerse por ofrecida únicamente como codemandado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018185  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.173 A (10a.)  
 
PREVENCIONES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO SE VINCULAN CON 
LA FORMULACIÓN DE LA PRETENSIÓN INICIAL Y NO CON LA MERA ENTREGA MATERIAL DE 
DOCUMENTOS E INFORMACIÓN, DEBEN CUMPLIRSE POR EL INTERESADO, SU 
REPRESENTANTE O SU AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS, CON LA CONDICIÓN DE QUE A 
ÉSTE SE LE HAYA RECONOCIDO, EXPRESA O TÁCITAMENTE, LA CALIDAD DE ABOGADO EN 
EL PROPIO ACUERDO EN QUE AQUÉLLAS SE FORMULAN (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 65/2010 A LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 244/2009, de 
la que derivó la jurisprudencia P./J. 65/2010, de rubro: "AUTORIZADO PARA OÍR NOTIFICACIONES 
EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO VIGENTE HASTA EL 28 DE ENERO DE 2010. 
CASOS EN LOS QUE ESTÁ FACULTADO PARA DESAHOGAR PREVENCIONES.", determinó que el 
escrito mediante el cual se da cumplimiento al auto de prevención sobre la exhibición de los documentos 
que debieron acompañarse a la demanda, previstos en el artículo 15, fracciones I a V, de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, subsana una irregularidad formal, pues constituye una 
promoción de trámite que se traduce en un acto de mera entrega material, cuya formulación puede 
hacerla, indistintamente, el propio actor, su representante legal o su autorizado, a quien es innecesario 
que se le reconozca el carácter de abogado para considerar satisfecho el requerimiento; sin embargo, 
en el caso de los documentos a que se refieren las demás fracciones del precepto aludido, la prevención 
podrá satisfacerla el autorizado en términos amplios, con la condición de que no le sea desconocida la 
calidad de abogado en el propio acuerdo en el que se formula el requerimiento, en virtud de que se trata 
de anotaciones que deben estar insertas en la propia demanda o de verdaderos actos de ofrecimiento 
de pruebas o de perfeccionamiento de aquélla, como son: hacer constar en el escrito de demanda la 
fecha en que se notificó el acto o resolución impugnada, anexar el cuestionario que debe desahogar el 
perito y el interrogatorio para el desahogo de la prueba testimonial. De acuerdo con esa interpretación, 
aplicable por analogía, cuando en términos del artículo 265 del Código de Procedimiento y Justicia 
Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se previene al actor en el juicio 
contencioso administrativo para que, por ejemplo, precise con claridad los actos impugnados, señale el 
nombre del tercero con derecho incompatible, ofrezca pruebas, así como para que de conformidad con 
el diverso precepto 266 del mismo ordenamiento, exhiba los documentos en los que conste el acto o 
resolución impugnada, la fecha de notificación o en la que se haya ostentado sabedor de aquéllos y las 
constancias de su notificación, la sola circunstancia de que la prevención formulada tenga como uno de 
sus objetivos cumplir con algunos de los requisitos del escrito de demanda, es suficiente para considerar 
que se vincula con la formulación de la pretensión inicial y no con la mera entrega material de 
documentos e información, por ende, debe cumplirse por el interesado, su representante o su autorizado 
en términos amplios, con la condición de que a éste se le haya reconocido, expresa o tácitamente, la 
calidad de abogado en el propio acuerdo en que se formula la prevención. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Época: Décima Época  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro: 2018184  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: (IV Región)2o.21 C (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN NEGATIVA O EXTINTIVA. DEBE DESCONTARSE DEL PLAZO PARA 
DETERMINAR SI OPERÓ, EL TIEMPO DE TRAMITACIÓN DEL DIVERSO JUICIO EN EL QUE SE 
HIZO VALER EL DERECHO CUYA PÉRDIDA SE PRETENDE. 
 
La prescripción entendida como la liberación de obligaciones, está supeditada a que no se exija su 
cumplimiento, en términos del artículo 1136 del Código Civil Federal y sus correlativos de las 
legislaciones estatales de esa materia; de ahí que el tiempo transcurrido durante el trámite de un juicio 
en que se hizo valer el derecho cuya pérdida se pretende, debe descontarse del plazo prescriptivo 
correspondiente, al no actualizarse una actitud pasiva por parte de su titular, quien sí lo ejerció en otro 
litigio, aun cuando en él se haya desestimado la demanda de la que derivó; pues si bien, ese reclamo 
no interrumpe el lapso requerido, lo cierto es que constituye una expectativa de derecho que altera la 
cuantificación del periodo citado; además de que sería un contrasentido que la actividad formal del titular 
de la prerrogativa, para defenderla, beneficie al obligado, conforme a lo interpretado por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la parte conducente de la jurisprudencia 1a./J. 15/2013 
(10a.).1 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018183  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.181 L (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR EL LAUDO O CONVENIO CELEBRADO POR 
LAS PARTES. SE INTERRUMPE EL PLAZO RELATIVO CUANDO EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
QUE CONOCE DEL ASUNTO, SIN NOTIFICAR FORMALMENTE A LAS PARTES, CAMBIA DE 
RESIDENCIA. 
 
De los artículos 519, fracción III y 521 de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que prescriben en dos 
años las acciones para solicitar la ejecución de los laudos y convenios celebrados ante los tribunales 
laborales y que la prescripción se interrumpe por la sola presentación de cualquier promoción ante ellos, 
entendiéndose por esta última, aquella tendente a impulsar el procedimiento de ejecución del laudo o 
convenio respectivo. En este sentido, se concluye que también se interrumpe el plazo prescriptivo 
aludido cuando el tribunal que conoce del asunto, sin que previamente haya notificado formalmente a 
las partes su cambio de residencia, ante el desconocimiento del lugar en donde se ubica su nuevo 
domicilio, impide actuar dentro del procedimiento de ejecución correspondiente. En consecuencia, 
cuando el tribunal del conocimiento, que es ante quien deben presentarse las promociones impulsando 
el procedimiento ejecutivo, cambia de domicilio, incluso, hacia otra ciudad o Municipio y no lo notifica 
formalmente a las partes, debe interrumpirse el plazo respectivo y reiniciarse su cómputo tan pronto se 
regularice el procedimiento y se entere al justiciable de esa circunstancia, o bien, a partir de que éste se 
haga sabedor de la nueva sede; de otra manera, considerar que ante esa irregularidad transcurrió el 
plazo para ejecutar el laudo o convenio celebrado por las partes, sin tomar en cuenta que existió 
imposibilidad material y jurídica para impulsar el procedimiento por circunstancias imputables a la 
autoridad responsable, es ilegal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018182  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: II.1o.T.43 L (10a.)  
 
PROPIETARIO O RESPONSABLE DE LA FUENTE DE TRABAJO. AUTORIDADES IDÓNEAS PARA 
REALIZAR LA INVESTIGACIÓN ACERCA DE SU IDENTIDAD CUANDO EL TRABAJADOR LA 
DESCONOCE. 
 
De los artículos 712, 782 y 879 de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que ante la falta de 
identificación del patrón por parte del trabajador, la Junta, en uso de la facultad para mejor proveer, debe 
investigar quién es el responsable de la fuente de trabajo en donde el actor dijo que desempeñó sus 
actividades laborales, para que prospere la acción y no se le deje en estado de indefensión ante el 
desconocimiento de la identidad del patrón. Para alcanzar ese fin, las autoridades idóneas para tener en 
su base de datos o padrón un registro de las personas físicas o morales que ostentan el carácter de 
patrón, son el Servicio de Administración Tributaria (SAT); el secretario general de Conflictos Colectivos 
y Huelgas de la Junta de Conciliación y Arbitraje; así como las de seguridad social (Instituto Mexicano 
del Seguro Social e Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores); autoridades a 
quienes la Junta, conforme al artículo 688, habrá de girar los oficios correspondientes, para que en 
auxilio de sus labores, informen si en su base de datos o padrón obra registro del responsable o 
propietario de la fuente de trabajo demandada; esto en el lapso comprendido de la fecha en que a decir 
del actor comenzó a prestar sus servicios en el domicilio que señaló y aquella en que se dijo despedido. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018178  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XIII.P.A.52 P (10a.)  
 

PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA RESTRICCIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 
20, APARTADO A, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, RELATIVA A QUE EL 
"JUICIO" SE CELEBRARÁ ANTE UN JUEZ QUE NO HAYA CONOCIDO DEL CASO PREVIAMENTE, 
ES INAPLICABLE EN LA SEGUNDA INSTANCIA (CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO 
DE OAXACA, ACTUALMENTE ABROGADO). 
 

El precepto constitucional mencionado dispone que en el proceso penal acusatorio y oral, "el juicio" se 
celebrará ante "un Juez" que no haya conocido del caso previamente. Luego, ello debe entenderse 
aplicable a la etapa de juicio, conformada por la audiencia de debate, la emisión del dictado de la 
sentencia de primer grado, la cual comprende, a su vez, la deliberación e individualización de las 
sanciones y condena, de ser el caso; así como la lectura de sentencia, lo que se corrobora con la 
interpretación sistemática de los artículos 206, 294, 314, 315, 316, 317, párrafo primero, 329, 384 y 389 
del Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (actualmente abrogado), que prevé tres etapas en 
el proceso penal acusatorio, a saber: 1) preliminar, la cual se integra, a su vez, de dos fases: la 
investigación inicial o desformalizada y la investigación complementaria o judicializada; 2) intermedia; y, 
3) de juicio. Esta última comprende la celebración de la audiencia de debate, la deliberación y la emisión 
de la sentencia correspondiente, y es a la que se refiere el precepto constitucional citado, pues en esa 
etapa, cada parte procesal expondrá su teoría del caso, incorporará pruebas y expresará sus alegatos, 
con el objeto de persuadir al juzgador; actividades procesales que tendrán que ajustarse a los principios 
que rigen en los procesos de corte acusatorio, como son: oralidad, publicidad, inmediación, 
contradicción, continuidad y concentración. Estas disposiciones están dirigidas a garantizar la objetividad 
del Juez que deba intervenir en la etapa de juicio, para que se forme una convicción propia de los hechos 
juzgados a partir de lo alegado y probado en la propia audiencia; esto significa que su decisión será 
producto de lo acontecido en ella y no del conocimiento previo que haya tenido en otras etapas anteriores 
del procedimiento. Sin embargo, ello es inaplicable a la segunda instancia, pues de los artículos 438, 
446 y 447 del código invocado, se advierte que el legislador no estableció en la resolución de los recursos 
de casación, que los integrantes del tribunal de alzada correspondiente estuvieran impedidos 
jurídicamente para conocer del asunto cuando previamente hubieran conocido de la sentencia dictada 
en la etapa de juicio. Inclusive, prevé la posibilidad de que la sentencia se anule total o parcialmente, en 
cuyo caso dispone que el tribunal de casación indique al Juez de juicio oral el objeto concreto de la 
nueva resolución. Ello significa que es el propio Juez de primera instancia quien deberá corregir la parte 
anulada de la sentencia; lo que, llevado a la segunda instancia, se traduce en que no existe impedimento 
para que el propio tribunal de casación sea el mismo que conozca de un posterior recurso. Incluso, en 
el artículo 447 citado, se estableció que con motivo de la reposición del juicio, tendrá que ser el mismo 
tribunal quien conozca de éste, pero integrado por Jueces distintos. Disposición que no fue 
implementada en el recurso de casación. Por tanto, si la Sala responsable ya había conocido del asunto 
en casación, por haber resuelto otro anterior, en el que ordenó la anulación parcial de la sentencia de 
primer grado, determinando la existencia de la conducta delictiva, así como la participación del imputado 
en su comisión y, posteriormente, la misma Sala conoció de un nuevo recurso de casación, derivado del 
propio asunto, esa circunstancia no contraviene el precepto constitucional referido.  
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018177  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: II.1o.P.19 P (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ESPECIAL ABREVIADO. SI EN EL AMPARO INDIRECTO SE RECLAMA QUE EL 
JUEZ DE CONTROL EN LA AUDIENCIA INTERMEDIA OMITIÓ HACER DEL CONOCIMIENTO DEL 
IMPUTADO ESTE MODO ALTERNATIVO DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS, Y DICTÓ 
SENTENCIA DEFINITIVA E, INCLUSO, EL TRIBUNAL DE APELACIÓN ORDENÓ REPONER EL 
PROCEDIMIENTO DE JUICIO ORAL, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY AMPARO. 
 
Si en el juicio de amparo indirecto se reclama la omisión del Juez de informar al imputado sobre su 
derecho a optar por un procedimiento especial abreviado en la etapa intermedia, y se dictó sentencia 
definitiva e, incluso, el tribunal de apelación ordenó reponer el procedimiento de juicio oral, a fin de 
subsanar una violación acaecida en esa etapa; respecto de dicha omisión, se actualiza la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XVI, de la Ley de Amparo (actos consumados de modo 
irreparable), al no ser posible restituir al quejoso en el goce de su derecho que considera violado; 
conclusión que se obtiene a partir de lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 669/2015, en el que sostuvo que el procedimiento 
acusatorio, adversarial y oral, se divide en las etapas siguientes: i) preliminar o de investigación; ii) 
intermedia o de preparación de juicio oral; y, iii) de juicio; las cuales se van sucediendo irreversiblemente 
unas a otras, lo que significa que sólo superándose una, se podrá comenzar con la siguiente, sin que 
exista la posibilidad de reabrirlas; debiendo cumplir cada una su función a cabalidad –sin comprender 
otras– y, una vez agotada, se avance a la siguiente, lo que resulta acorde con uno de los principios 
fundamentales del sistema acusatorio, consistente en la continuidad del proceso, previsto en el primer 
párrafo del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual ordena que 
el procedimiento debe desarrollarse continuamente, sin interrupciones, de forma que los actos se sigan 
unos a otros en el tiempo. De ahí que las partes se encuentran obligadas a hacer valer sus 
inconformidades en el momento o etapa correspondiente y, de no hacerse así, se entiende, por regla 
general, que se ha agotado la posibilidad de solicitarlo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018176  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.144 P (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE EXTRADICIÓN TRAMITADO CONFORME A LOS PRINCIPIOS Y REGLAS 
DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI DURANTE LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA 
A LA QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 24 Y 25 DE LA LEY DE EXTRADICIÓN 
INTERNANCIONAL, AL JUEZ DE CONTROL SE LE FORMULAN PETICIONES CUYA SOLUCIÓN 
EXIGE RAZONAMIENTOS EXHAUSTIVOS DADA SU COMPLEJIDAD, TIENE LA FACULTAD DE 
CITAR A LAS PARTES A UNA AUDIENCIA DE DELIBERACIÓN PARA EMITIR SU 
DETERMINACIÓN. 
 
Conforme a los preceptos mencionados, una vez detenido el reclamado, el Juez de Control lo hará 
comparecer para hacer de su conocimiento la petición formal de extradición –al igual que todos los 
documentos anexos a ella–, y se le nombrará un defensor de oficio o particular; asimismo, se le oirá en 
defensa por sí o por su defensor y dispondrá hasta de tres días para oponer excepciones que únicamente 
podrán ser las previstas en esa ley. Sin embargo, en la Ley de Extradición Internacional, se advierte que 
no se han hecho las adaptaciones normativas correspondientes para adecuar o hacer compatible el 
procedimiento de extradición con los principios y reglas que imperan en el sistema de justicia penal 
acusatorio y oral. Por ello, se detectan figuras jurídicas que pueden resultar anacrónicas a las previstas 
en este sistema. En este sentido, debe aceptarse que no todas las decisiones, a raíz de su extrema 
complejidad, pueden resolverse en el mismo momento en que las partes plantean el problema jurídico 
que se trate; de ahí que, por ejemplo, el Código Nacional de Procedimientos Penales, en sus artículos 
315, párrafo segundo, 400 y 401, párrafo primero, prevea supuestos en los que es asequible que el Juez 
de Control –o, en su caso, el tribunal de enjuiciamiento– decrete recesos para reflexionar y, 
posteriormente, deliberar, citando a diversa audiencia, en la cual, las partes ya no tendrán la oportunidad 
de debatir, al estimarse que el contradictorio respectivo quedó agotado. Por tanto, si durante la 
celebración de la audiencia a la que se refieren los artículos 24 y 25 de la Ley de Extradición 
Internacional, al Juez de Control se le formulan peticiones cuya solución exige razonamientos 
exhaustivos dada su complejidad, tiene la facultad de citar a las partes a una audiencia de mera 
deliberación para emitir su determinación, en la que tomará en consideración únicamente los argumentos 
que vertieron las partes en aquélla, ya que el debate o el contradictorio se habrá agotado durante su 
desarrollo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018175  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.142 P (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE EXTRADICIÓN PASIVO A ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA. EN SU TRÁMITE 
Y SUSTANCIACIÓN, ES INAPLICABLE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. 
 
En un procedimiento especial de extradición pasivo, es decir, en el que México es requerido por otro 
país para llevar a cabo la extradición, el marco legal aplicable está delimitado, por ello, tratándose de 
una petición formal de extradición en la que el Estado requirente es Estados Unidos de América, 
conforme al artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el ordenamiento 
rector que regula el procedimiento respectivo es el Tratado de Extradición celebrado entre aquel país y 
los Estados Unidos Mexicanos, sin que en un principio le sea exigible el cumplimiento de las 
disposiciones de la Ley de Extradición Internacional, ya que cuando existe un tratado firmado por nuestro 
país, debe estarse únicamente a los requisitos que dicho documento exige, en términos del artículo 1 de 
esa ley. Empero, el propio convenio internacional mencionado, en su artículo 13, otorga la oportunidad 
de que el trámite y la sustanciación del procedimiento extraditorio (después de que se presentó la 
petición formal y hasta el dictado de la resolución definitiva), sean de conformidad con la legislación de 
la parte requerida, la cual dispondrá los procedimientos internos necesarios para dar curso a la solicitud 
de extradición de la parte requirente. En ese sentido, acorde con los artículos 17 a 30 de la Ley de 
Extradición Internacional, los Jueces Federales son los encargados de intervenir en el procedimiento de 
extradición de las personas reclamadas al gobierno mexicano, cuya participación se ciñe, 
fundamentalmente, a cumplir con el derecho de audiencia en favor del justiciable; intervención que 
finaliza al momento en que emite una "opinión" que, a su juicio, justifique la procedencia o improcedencia 
de ese reclamo. Cabe decir que tanto en esa etapa "judicializada" del procedimiento de extradición, 
como –incluso– en el momento en que éste se resuelve en definitiva, la autoridad judicial –y, en su 
momento, la administrativa– inexorablemente hacen uso de las disposiciones contenidas en el Código 
Penal Federal o de las leyes donde se encuentren previstos delitos especiales, al igual que del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. Lo anterior guarda lógica, ya que son los instrumentos jurídicos 
que, por antonomasia, permiten verificar si la petición formal de extradición cumple o no con todos y 
cada uno de los requisitos que exige el tratado internacional señalado, por ejemplo, que: los delitos por 
los que el Estado requirente formula cargos contra el extraditable, también estén penados en la 
legislación punitiva de nuestro país (lo que puede comprobarse mediante la consulta al Código Penal 
Federal o, en su caso, a las leyes especiales); las pruebas que conforme a las leyes de México, 
justificarían la aprehensión y el enjuiciamiento del reclamado en caso de que el delito se hubiere 
cometido aquí (cuyo aspecto es asequible que se examine conforme al Código Nacional de 
Procedimientos Penales); los documentos que acompañen a la petición formal de extradición, estén 
correctamente legalizados o apostillados, etcétera. Entonces, bajo el contexto descrito, no se observa 
que la Ley Nacional de Ejecución Penal sea un ordenamiento que esté previsto dentro del marco jurídico 
que ciñe a un procedimiento especial de extradición, ya sea para cuestiones principales, o para aspectos 
de su trámite o sustanciación, pues para que fuese dable su aplicación en dicho procedimiento, en 
concordancia con el principio de legalidad, reconocido en el artículo 16 constitucional, en la arista de 
que las autoridades sólo pueden realizar aquello para lo que están expresamente autorizadas por las 
leyes, se necesitaría que de manera precisa y clara así lo estableciera la Ley de Extradición 
Internacional, que es la norma que el Tratado de Extradición le confiere la oportunidad de regular las 
cuestiones relacionadas al procedimiento y sustanciación del procedimiento correspondiente; más aún 
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cuando la propia Ley Nacional de Ejecución Penal no dispone que su ámbito de aplicación se dé en 
relación con detenciones a causa de extradiciones internacionales, sin que su artículo 32 permita concluir 
lo contrario, pues los servicios a los que alude ese precepto, en relación con las personas aseguradas 
con fines de extradición, se refieren a la exigencia básica–elemental hacia las autoridades penitenciarias, 
para que en atención al principio de igualdad, todas las personas que se hallan privadas de su libertad 
en un centro de reclusión (incluidas aquellas sometidas a un procedimiento de tales características), les 
garanticen condiciones mínimas que les ayude en su desarrollo, cuidado, integridad e higiene, mientras 
que están condicionadas a esa situación jurídica. De ahí que este precepto no tenga el alcance de que 
todas y cada una de las disposiciones contenidas en la Ley Nacional de Ejecución Penal sean aplicables 
en un procedimiento de extradición, pues debe comprenderse que una situación es que dicha ley obligue 
a las autoridades penitenciarias a que le brinden a las personas que están sujetas a extradición los 
mismos servicios –en igualdad de circunstancias– que les son otorgados a las personas privadas de la 
libertad a causa de procesos penales internos (cuestión que garantiza ese artículo 32); y otra que la ley 
nacional pueda ser aplicada como fundamento para el procedimiento especial aludido, pues para que 
ello sucediera, resultaría imperioso que existiese un precepto legal expreso que permitiera realizar ese 
ejercicio. Estimarlo de otro modo, se correría el riesgo de infringir los postulados de seguridad y de 
certeza jurídicas, que son velados mediante el principio de legalidad. Por lo anterior, se concluye que la 
Ley Nacional de Ejecución Penal es inaplicable en el trámite y sustanciación del procedimiento de 
extradición pasivo a Estados Unidos de América. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018174  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A.75 P (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. SI CON MOTIVO DE SU APERTURA EL MINISTERIO PÚBLICO 
FEDERAL SOLICITA LA IMPOSICIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN REDUCIDA EN UN CUARTO DEL 
MARGEN MÍNIMO, ESE MISMO PORCENTAJE DEBE HACERSE EXTENSIVO Y APLICARSE A LA 
MULTA. 
 
De conformidad con el artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales, una de las 
particularidades que da soporte al procedimiento abreviado, es la concesión de beneficios al imputado 
que reconoce su participación en la comisión del delito; de ahí que los márgenes de punibilidad 
establecidos por el legislador en la norma se ven reducidos, y si bien el precepto citado no hace 
referencia expresa a la multa, lo cierto es que se alude de forma plural junto con la pena de prisión, al 
prever que el Ministerio Público podrá pedir el decremento de las penas, interpretación que es acorde 
con el principio pro persona. Como consecuencia, debe entenderse que si el Ministerio Público Federal, 
con motivo de la apertura de esta forma de terminación anticipada del proceso penal acusatorio, solicita 
la imposición de la pena de prisión reducida a un cuarto del margen mínimo, ese mismo porcentaje debe 
hacerse extensivo y aplicarse a la multa que deba imponerse por la comisión del delito, porque técnica 
y jurídicamente la estimación de esa reducción debe ser congruente tanto para el cálculo de la sanción 
corporal como el de la multa que le es accesoria, dentro de los límites que para ese efecto fije para 
ambas la ley. Sin que ello contravenga la conformidad manifestada con la propuesta realizada por la 
Representación Social, ya que esa aceptación recae en dicho porcentaje o fracción, de manera que la 
omisión de emplearlo o su indebida aplicación al fijar la pena no puede estimarse consentida. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018172  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.169 L (10a.)  
 
PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 154, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
DEROGADA, AL LIMITAR SU OTORGAMIENTO A LA ESPOSA O CONCUBINA QUE NO HUBIESE 
TENIDO HIJOS CON EL DE CUJUS, A QUE EL FALLECIMIENTO SEA POSTERIOR AL PLAZO DE 
UN AÑO, VIOLA LOS NUMERALES 1o. Y 123, APARTADO A), FRACCIÓN XXIX, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
De la jurisprudencia P./J. 150/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, septiembre de 2009, página 8, de rubro: "ISSSTE. EL ARTÍCULO 136 DE 
LA LEY RELATIVA, AL LIMITAR LA PENSIÓN DE VIUDEZ DEL CÓNYUGE SUPÉRSTITE, ES 
VIOLATORIO DE LOS ARTÍCULOS 1o. Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ABRIL DE 2007).", se advierte 
que el Pleno del Máximo Tribunal del País estableció que ese precepto era inconstitucional, porque 
condicionaba el otorgamiento de la pensión de viudez, la cual se actualiza con la muerte del trabajador 
o del pensionado, a circunstancias ajenas a dicho evento, como lo es que su muerte suceda antes de 
cumplir 6 meses de matrimonio o un año, cuando a la celebración de éste, el trabajador fallecido tuviese 
más de 55 años o tuviese una pensión de riesgo de trabajo o invalidez, limitaciones que no serían 
aplicables cuando al morir el trabajador o el pensionado, el cónyuge supérstite compruebe tener hijos 
con él, sin que el legislador hubiese expresado en la exposición de motivos justificación alguna del 
porqué el trato diferente. En esa tesitura, al advertirse que el artículo 136 ahí analizado contiene la misma 
redacción y sentido normativo que el diverso numeral 154 de la Ley del Seguro Social derogada, es 
evidente que la fracción III de este numeral también vulnera los derechos fundamentales de igualdad y 
seguridad social tutelados en los artículos 1o. y 123, apartado A), fracción XXIX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al limitar el derecho de la esposa o concubina, que no hubiese 
tenido hijos con el de cujus, a recibir la pensión por viudez derivada de la muerte del trabajador 
pensionado, al acontecimiento de ese deceso con posterioridad al plazo de un año, contado a partir de 
que contrajeron matrimonio, es decir, a circunstancias ajenas al asegurado que no deben ser motivo 
para negar ese beneficio, partiendo de la base de que el trabajador generó el derecho en favor de su 
beneficiaria, durante su vida laboral, con las aportaciones que realizó por determinado número de años 
de trabajo productivo, y que la finalidad de la pensión por viudez es la subsistencia de la concubina o 
cónyuge supérstite, beneficiaria del trabajador, después de acaecida su muerte; máxime si esa limitante 
no tiene razón legal alguna, al no haberse expuesto en el proceso legislativo motivos que la justifiquen. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018171  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común, Laboral)  
Tesis: I.16o.T.11 L (10a.)  
 
PENSIÓN POR INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. FECHA A PARTIR DE LA CUAL DEBE 
CONSIDERARSE SU CUANTIFICACIÓN PARA EL PAGO CORRESPONDIENTE, CUANDO SU 
RECONOCIMIENTO SE HIZO EN UNA SENTENCIA DE AMPARO DIRECTO Y, ADEMÁS, SE 
ORDENÓ LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO POR UNA CUESTIÓN AJENA A ELLO. 
 
Si en un laudo la Junta de Conciliación y Arbitraje reconoce la profesionalidad y el grado de incapacidad 
sólo de uno de los padecimientos profesionales diagnosticados al trabajador y, en el juicio de amparo 
directo interpuesto contra aquél, se concede la protección al trabajador para que se le reconozcan la 
profesionalidad y el grado de incapacidad de diverso padecimiento que también se le diagnosticó, 
además de reponerse el procedimiento para que se subsane una violación procesal ajena al 
padecimiento reconocido, la pensión correspondiente deberá pagarse en el porcentaje respectivo, 
tratándose de dicho padecimiento de origen profesional reconocido en la ejecutoria de amparo, a partir 
de la fecha de ésta, pues debe tomarse en cuenta que el tiempo que habrá de transcurrir luego de dar 
cumplimiento a la sentencia de amparo mediante la reposición al procedimiento y hasta el 
pronunciamiento del nuevo laudo, es variable e indeterminable, lo cual puede influir en la cuantificación 
del pago de la pensión por el padecimiento que en la ejecutoria se determinó, pues será mayormente 
perjudicial para el trabajador, en cuanto al monto resultante, en tanto más tiempo transcurra sin que se 
emita ese nuevo laudo, justamente por la reposición y consecuente tramitación del juicio, pues no debe 
perderse de vista que se trata de una persona en estado de incapacidad ya decretada de quien, incluso, 
su subsistencia puede verse en riesgo, de modo que si bien es cierto que tendrá que esperar el pago, 
también lo es que su cuantía no debe afectarse; de ahí que debe ser a partir de la fecha en que se dicta 
la sentencia de amparo, que se considere el pago de la pensión respectiva, pues es en ésta donde se 
decide la procedencia de la pensión por la incapacidad reclamada. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018170  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.6o.P.124 P (10a.)  
 
NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. LAS 
PRACTICADAS EN EL DOMICILIO QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL ESTABLEZCA PARA TAL 
EFECTO, DEBEN REALIZARSE SIN EXIGIR MAYORES REQUISITOS A LOS ESTABLECIDOS EN 
EL ARTÍCULO 82, FRACCIÓN I, INCISO D), DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. 
 
El precepto mencionado establece las formalidades a seguir cuando se practica una notificación en el 
domicilio señalado por el órgano jurisdiccional para tal efecto; de ahí que si el notificador se cercioró de 
que se trata de la dirección señalada; que al no encontrarse el interesado en el domicilio, dejó citatorio 
pegado en la puerta de acceso (en virtud de que nadie acudió al llamado), en el que señaló que la 
persona buscada debía esperarlo al día siguiente a la hora indicada; que al no atender el citatorio la 
persona buscada y no acudir nadie al llamado que hizo al tocar la puerta en diversas ocasiones, procedió 
a realizarla por instructivo que dejó fijado en la puerta de acceso al domicilio, ello evidencia que se hizo 
legalmente. Por tanto, si el Juez de Distrito que conoció del amparo, al analizar la legalidad de la 
notificación, exige que el notificador debe señalar la ubicación exacta del domicilio, su descripción, así 
como que el instructivo debe contener el apercibimiento decretado en el auto a notificar, entre otros, se 
estima que exigió mayores requisitos a los establecidos en el artículo 82, fracción I, inciso d), del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018169  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.72 C (10a.)  
 
MEDIDAS PRECAUTORIAS. PARA QUE SE SURTAN LOS PRINCIPIOS DE VEROSIMILITUD DEL 
DERECHO Y PELIGRO EN LA DEMORA EN LA FALTA DE PAGO, QUIEN LAS SOLICITA DEBE 
DEMOSTRAR LA EXISTENCIA DE UN CRÉDITO LÍQUIDO Y EXIGIBLE A SU FAVOR, AUNQUE NO 
CON LA MISMA CONTUNDENCIA QUE SE REQUIERE PARA LA ACCIÓN. 
 
Por regla general, pueden dictarse medidas precautorias cuando exista temor fundado de que la persona 
contra la que deba promoverse la demanda se ausente u oculte, o bien, pueda ocultar o disponer de los 
bienes con los que ha de responder de su obligación. La persona que solicite la retención de bienes, 
para su procedencia, debe cumplir con cuatro requisitos: a) probar la existencia de un crédito líquido y 
exigible a su favor; b) expresar el valor de las prestaciones que se reclaman; c) manifestar bajo protesta 
de decir verdad que el deudor no tiene más bienes que aquellos sobre los que se practica la medida; y, 
d) garantizar los daños y perjuicios que la medida precautoria pueda ocasionar al deudor, en caso de 
que no se presente la demanda oportunamente o porque se le absuelva en el juicio. De lo anterior se 
deduce que, con satisfacer estos requisitos, se acredita presuntivamente su derecho a demandar el pago 
de las prestaciones que le correspondan. Así, se surte el principio de verosimilitud del derecho y, en 
consecuencia, el de peligro en la demora en la falta de pago, sin que para ello sea necesario acreditar 
con documento fehaciente su derecho, puesto que ésta es una cuestión de fondo que se analizará una 
vez que se promueva la demanda correspondiente. Esto es, quien solicita la medida precautoria debe 
demostrar la existencia de un crédito líquido y exigible a su favor, aunque no con la misma contundencia 
que se requiere para demostrar una acción. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018168  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.73 C (10a.)  
 
MEDIDAS PRECAUTORIAS EN LOS JUICIOS MERCANTILES. SE PRESUME ACREDITADO EL 
TEMOR FUNDADO CUANDO SU OBJETO RADICA EN LA RETENCIÓN DE BIENES 
CONSISTENTES EN DINERO EN EFECTIVO O EN DEPÓSITO EN INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 
 
De la literalidad del artículo 1168 del Código de Comercio se advierte que en los juicios mercantiles 
pueden dictarse medidas cautelares consistentes en retención de bienes cuando hubiere temor fundado 
de que la persona contra quien se pidan pueda disponer, ocultar, dilapidar o enajenar los bienes sobre 
los cuales ha de practicarse la diligencia. En ese contexto, si los bienes consisten en dinero en efectivo 
o en depósito en instituciones de crédito, se presume el riesgo de que se disponga de ellos o puedan 
ser ocultados o dilapidados, salvo cuando el afectado con la medida garantice el monto del adeudo. La 
persona que solicite la retención de estos bienes u otros fungibles, para su procedencia, solamente debe 
cumplir con cuatro requisitos: a) probar la existencia de un crédito líquido y exigible a su favor; b) 
expresar el valor de las prestaciones que se reclaman; c) manifestar bajo protesta de decir verdad que 
el deudor no tiene más bienes que aquellos sobre los que se practica la medida; y, d) garantizar los 
daños y perjuicios que la medida precautoria pueda ocasionar al deudor, en caso de que no se presente 
la demanda oportunamente o porque se le absuelva en el juicio. Con satisfacer estos requisitos se 
acredita presuntivamente su derecho a demandar el pago de las prestaciones que le correspondan. Así, 
se surte el principio de verosimilitud del derecho y, por ende, el peligro en la demora se presume también 
por el hecho de que se atribuye a la presunta futura demandada la falta de pago. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018167  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: (I Región)7o.1 L 10a.)  
 
LAUDO. CONFORME AL ARTÍCULO 97 DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE MÉXICO, EL PATRÓN PUEDE 
NEGARSE A ACATAR LA CONDENA RELATIVA. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
203/2006, de rubro: "REINSTALACIÓN. EL DERECHO DEL PATRÓN DE NEGARSE A ACATAR LA 
CONDENA RELATIVA NO PRECLUYE SI LA AUTORIDAD LABORAL OMITIÓ DECIDIR LO 
CONDUCENTE EN EL LAUDO, EN TANTO PUEDE HACERSE VALER HASTA SU EJECUCIÓN.", 
determinó que de los artículos 123, apartado A, fracciones XXI y XXII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y 49 y 947 de la Ley Federal del Trabajo, no se advierte plazo para que los 
patrones ejerzan su derecho de negarse a acatar el laudo que lo condene a reinstalar al trabajador, 
mediante el pago de las indemnizaciones correspondientes, en los casos excepcionales que la propia 
ley autoriza, por lo que ese derecho puede ejercerse al contestar la demanda, después de dictado el 
laudo, o en su ejecución. Por su parte, el artículo 97 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios del Estado de México, vigente hasta el 29 de agosto de 2013, prevé los casos en 
que al patrón podrá eximírsele de la obligación de reinstalar al servidor público, mediante el pago de una 
indemnización de 3 meses de salario base, 20 días por cada año de servicios y a cubrirle las prestaciones 
a que tenga derecho, así como los salarios vencidos desde la fecha del despido hasta que se 
cumplimente el laudo; por tanto, si el citado precepto de la legislación estatal está redactado en términos 
similares al numeral 947 de la Ley Federal del Trabajo, se concluye que el patrón (instituciones públicas 
o dependencias) no está obligado a reinstalar al servidor público, pero sí a cubrirle la indemnización 
aludida, al contener dicho numeral las figuras de insumisión al arbitraje y no acatamiento del laudo. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018166  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.168 A (10a.)  
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE EN CONTRA DEL 
REQUERIMIENTO PARA QUE SE AMPLÍE UNA FIANZA QUE GARANTICE EL INTERÉS FISCAL. 
 
El artículo 141, fracción III, y segundo y tercer párrafos, del Código Fiscal de la Federación prevé que: 
a) los contribuyentes que se encuentren en los supuestos de los diversos preceptos 74 (solicitud de 
condonación de multas) y 142 (créditos fiscales firmes), pueden garantizar el interés fiscal mediante 
fianza otorgada por institución autorizada, la cual debe comprender las contribuciones adeudadas 
actualizadas, los accesorios causados, así como los que se causen en los doce meses siguientes a su 
otorgamiento; b) al terminar dicho periodo y en tanto no se cubra el crédito, su importe debe actualizarse 
cada año y ampliarse la garantía para que cubra el crédito actualizado y el importe de los recargos, 
incluso los correspondientes a los doce meses siguientes; y, c) de no cumplirse esa obligación, la 
autoridad fiscal puede emitir el requerimiento correspondiente al contribuyente, a fin de que dé 
cumplimiento a dicha obligación, en el cual podrá, en su caso, darle a conocer el monto líquido de las 
cantidades actualizadas, con el apercibimiento de proceder al embargo de bienes para garantizar el 
interés fiscal. En estas condiciones, dicho requerimiento obliga al contribuyente a cumplir una obligación 
fiscal y, por tanto, constituye la "última voluntad" de la autoridad en torno a la ampliación de la fianza 
para garantizar suficientemente el interés fiscal, en términos de la tesis aislada 2a. X/2003, de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. 
ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY 
ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.". Por tanto, contra el requerimiento mencionado procede el juicio 
contencioso administrativo, en términos de la fracción V del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, pues constituye una resolución definitiva que causa un agravio fiscal 
distinto al ocasionado por la determinación de una obligación fiscal en cantidad líquida (fracción II), por 
la negativa a una devolución de ingresos (fracción III), o por la imposición de multas por infracción a las 
normas administrativas federales (fracción IV), en tanto que esa prevención vincula al gobernado al 
cumplimiento, sin excepción, de una norma fiscal, traducida en garantizar la actualización de los créditos 
y de los recargos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018165  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.2o.A.19 A (10a.)  
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EN VIRTUD DE QUE CONFORME A LA LEY DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, LOS EFECTOS DE LOS ACTOS 
IMPUGNADOS NO SE SUSPENDEN CON LOS MISMOS ALCANCES Y REQUISITOS PREVISTOS 
EN LA LEY DE AMPARO, ES INNECESARIO AGOTARLO ANTES DE PROMOVER EL AMPARO. 
 
La Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México exige mayores requisitos para conceder la 
suspensión del acto impugnado que los previstos en la Ley de Amparo, pues conforme al artículo 130 
de este último ordenamiento, la suspensión puede solicitarse en cualquier etapa del juicio de amparo, 
mientras no se dicte sentencia ejecutoria, y en el juicio contencioso administrativo existe la posibilidad 
de hacerlo hasta antes del dictado de la sentencia de primera instancia, de acuerdo con el artículo 72 
de la ley inicialmente citada, además de que en el juicio de nulidad los alcances de los efectos 
restitutorios de la suspensión se limitan al momento inmediato anterior al en que se dicte la sentencia 
de primera instancia, en términos del artículo 73 de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de 
México, que prevé: "El Magistrado instructor podrá acordar la suspensión con efectos restitutorios en 
cualquiera de las fases del procedimiento, hasta antes de la sentencia respectiva, cuando los actos que 
se impugnan hubieren sido ejecutados y afecten a los demandantes...", a diferencia del amparo, en el 
que, conforme a la naturaleza del acto reclamado y en términos del artículo 147 de la ley de la materia, 
los efectos restitutorios se prolongan mientras se dicta sentencia ejecutoria. En estas condiciones, se 
actualiza la excepción al principio de definitividad, prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, ya que conforme a los artículos 72 y 73 invocados, los efectos de los actos impugnados en la 
vía contenciosa administrativa no se suspenden con los mismos alcances y requisitos que los que la Ley 
de Amparo consigna para la suspensión definitiva, respecto a las etapas del juicio en las cuales puede 
solicitarse la suspensión y en relación con el alcance de la duración de los efectos restitutorios. Por tanto, 
es innecesario agotar el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal de Justicia Administrativa de 
la Ciudad de México, antes de promover el amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018164  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: XXVII.3o.130 K (10a.)  
 
INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO NO IMPLICA 
SOSLAYAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS PRESUPUESTOS DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
Los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el diverso 
25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconocen el derecho de acceso a la 
impartición de justicia –acceso a una tutela judicial efectiva–. Asimismo, el numeral 4o. constitucional, la 
Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 4 de diciembre de 2014, establecen el 
interés superior de la niñez como principio rector para todas las autoridades involucradas en asuntos de 
menores, bajo el cual deben tomar acciones y privilegiar los mecanismos que permitan a los infantes y 
adolescentes un crecimiento y desarrollo integral plenos y, en su caso, instrumentar las medidas de 
protección y de restitución integrales procedentes; sin embargo, dicho principio no implica que en 
cualquier juicio de amparo promovido por un menor, el tribunal de amparo soslaye los presupuestos de 
procedencia del juicio y deba resolver si niega o concede la protección solicitada, ya que ese proceder 
equivaldría a que se dejaran de observar los demás principios constitucionales y legales, como los de 
seguridad jurídica e igualdad procesal, que rigen su función jurisdiccional, lo que origina un estado de 
incertidumbre en los destinatarios de esa función, además de trastocarse las condiciones procesales de 
las partes en el juicio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018163  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: XXVII.3o.129 K (10a.)  
 
INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO NO CONSTITUYE, POR 
SÍ MISMO, UN MOTIVO PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO, 
AUN CUANDO SE ALEGUE LA AFECTACIÓN AL DERECHO A LA VIVIENDA Y LA PROTECCIÓN 
DE UN AMBIENTE ADECUADO PARA EL DESARROLLO Y BIENESTAR DE UN MENOR. 
 
El numeral 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que 
el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada; asimismo, que tratándose de 
actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso 
deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa. Por su 
parte, el párrafo séptimo del artículo 4o. constitucional dispone que toda familia tiene derecho a una 
vivienda digna y decorosa. En este contexto, si en el juicio de amparo el representante legal de un menor 
invoca el principio del interés superior de la niñez y afirma, subjetivamente, que el acto reclamado 
(consistente en el embargo de un inmueble), le generará daños a su bienestar, desarrollo y al derecho 
de contar con una vivienda, sin demostrar que el infante es titular de un derecho legítimamente tutelado, 
ello es insuficiente para acreditar el interés jurídico en el amparo, ya que la aplicación de dicho principio 
no implica inobservar los requisitos para la procedencia del juicio, ni constituir derechos a favor del 
menor. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Registro: 2018162  
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XCVI/2018 (10a.)  
 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
EL ARTÍCULO 75, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 
2007, ES INCONSTITUCIONAL. 
 
El artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que 
todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, mientras que el artículo 4o., primer 
párrafo, constitucional ordena que el varón y la mujer son iguales ante la ley, lo cual significa que ésta 
debe aplicarse por igual a todos los destinatarios sin consideración de sexo. Ahora bien, el artículo 75, 
fracción III, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
abrogada, al establecer que el esposo supérstite sólo podrá gozar de la pensión de viudez si es mayor 
de 55 años, o bien, si se encuentra incapacitado para trabajar y hubiere dependido económicamente de 
la esposa trabajadora o pensionada, mientras que para la esposa del trabajador fallecido o pensionado 
es suficiente con que tenga el carácter de cónyuge, viola los preceptos constitucionales referidos al 
otorgar un trato desigual entre el varón trabajador o pensionado y la mujer trabajadora o pensionada. En 
efecto, no existe justificación para que ante una misma situación jurídica, es decir, el estado de viudez 
del cónyuge supérstite de una trabajadora o de un trabajador pensionado o pensionada, se les dé un 
trato diferente, en tanto que se establecen mayores requisitos para que el viudo pueda acceder a dicha 
pensión en comparación con los que se exigen para la viuda, sin razones que lo justifiquen, pues tales 
exigencias se basan simplemente en el sexo de la persona en estado de viudez. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018161  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o.131 K (10a.)  
 
INFORME DE UNA AUTORIDAD QUE NO ES PARTE EN LA LITIS CONSTITUCIONAL. ES PRUEBA 
IDÓNEA Y PERTINENTE PARA LA PRECISIÓN DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES 
CUANDO LAS SEÑALADAS NEGARON LOS ACTOS QUE LES FUERON ATRIBUIDOS. 
 
El artículo 119 de la Ley de Amparo dispone, entre otros aspectos, que en el juicio de amparo serán 
admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional por posiciones; en tanto que respecto 
de la prueba testimonial, su anuncio debe cumplir requisitos de tiempo y forma para su admisión y 
preparación. Por otra parte, en la jurisprudencia 2a./J. 17/2008, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación sustentó que cuando se pretenda que un funcionario o autoridad no señalada 
como responsable, comunique al Juez de Distrito algún suceso o circunstancia hasta ese momento 
desconocido por las partes, pero de la que puede dar noticia en razón de su competencia y, además, 
resulte relevante para la resolución del asunto, dicho informe puede equipararse a una prueba 
testimonial rendida vía oficio. Ahora bien, si las autoridades señaladas como responsables negaron los 
actos que les fueron atribuidos, corresponde a la quejosa acreditar su existencia o señalar a otras 
autoridades que hayan emitido el acto. En este sentido, si el quejoso solicita al Juez de Distrito que 
requiera a una autoridad que no es parte en la litis constitucional, pero que por su competencia pueda 
informar quién emitió el acto reclamado, ese informe constituye una prueba idónea y pertinente para 
acreditar dicho aspecto y, por ende, previo al cumplimiento de los requisitos atinentes a que sea ofrecido 
con 5 días de anticipación al señalado para la audiencia y que se precisen los puntos sobre los que 
versará, debe admitirse. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018160  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.10o.P.30 P (10a.)  
 
IGUALDAD PROCESAL EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. ATENTO A ESTE 
PRINCIPIO, UNA VEZ QUE EL IMPUTADO SE ENCUENTRE DETENIDO, SEA OBJETO DE UN ACTO 
DE MOLESTIA O CITADO A ENTREVISTA POR EL MINISTERIO PÚBLICO, TIENE DERECHO AL 
ACCESO A LOS REGISTROS DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN, ASÍ COMO A OBTENER 
COPIAS DE ÉSTOS, SIEMPRE QUE NO SE ESTÉ EN ALGUNO DE LOS CASOS DE EXCEPCIÓN 
QUE LA CONSTITUCIÓN O LA LEY ESTABLECEN. 
 
El artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que en la etapa de 
investigación inicial, los registros de voz e imágenes, documentos, objetos o cosas que obren en la 
carpeta son estrictamente reservados; carácter que dejan de tener, cuando el imputado se encuentre 
detenido o comparezca a que se le reciba su entrevista, por lo que a partir de ese momento deberá 
brindarse el acceso a dichos registros. Por su parte, el artículo 219 del propio código dispone que será 
hasta que el imputado y su defensor sean convocados a la audiencia inicial que tendrán derecho a 
obtener copia de los registros de la investigación. Sin embargo, el artículo 20, apartados A, fracción V, 
B, fracciones III, IV, VI, y C, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece el principio de igualdad, al garantizar que en el proceso penal, la víctima y el imputado tendrán 
"igualdad procesal". Este principio de igualdad tuvo como objetivo privilegiar que exista equilibrio entre 
el imputado y la parte acusadora, constituida por la víctima y el Ministerio Público, pues al conminar a 
este último a facilitar y permitir al imputado el acceso a los registros de investigación, da lugar a que 
tenga la posibilidad de conocerlos y confrontarlos (principio de contradicción), así como a oponerse a 
las peticiones y alegatos de la otra parte, y solicitar que se indague para el esclarecimiento de los hechos 
que se le imputan, en operatividad de su derecho de defensa. En ese sentido, el principio de igualdad 
que establece la Constitución Federal, se consagra en el artículo 10 del código mencionado, al señalar 
que las partes recibirán el mismo trato y tendrán las mismas oportunidades para sostener la acusación 
o la defensa a lo largo del procedimiento penal. Por tanto, acorde con este principio, una vez que el 
imputado se encuentre detenido, sea objeto de un acto de molestia o citado a entrevista por el agente 
del Ministerio Público, tiene derecho al acceso a los registros de la carpeta de investigación, así como a 
obtener copias de éstos, ya sea mediante copia fotostática o registro fotográfico o electrónico, para que 
así se encuentre bajo las mismas circunstancias que la parte acusadora para sostener su defensa 
durante la investigación inicial, siempre que no se esté en alguno de los casos de excepción que la 
Constitución o la ley ordinaria establecen, como lo sería la reproducción de registros de investigación 
relacionadas con otras personas, en atención al sigilo que debe guardarse de la investigación; como 
tampoco procederá en cuanto a constancias en las que obre información personal de las víctimas 
menores de edad o en los casos de delitos de violación contra la libertad y el normal desarrollo 
psicosexual, violencia familiar, secuestro, trata de personas o cuando se haya declarado judicialmente 
su reserva, conforme al artículo 109, fracción XXVI, del código referido. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018159  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: II.2o.C.19 C (10a.)  
 
GUARDA Y CUSTODIA. CUANDO UNO DE LOS PADRES EJERCE LA ACCIÓN PARA 
RECUPERARLA Y RETIENE A LOS HIJOS, EL JUEZ PREVIAMENTE A ADMITIR LA DEMANDA 
DEBE PROVEER SOBRE LA LEGALIDAD DE LA RETENCIÓN Y ORDENAR LA DEVOLUCIÓN 
INMEDIATA DE LOS MENORES, SI ÉSTA NO SE JUSTIFICA. 
 
Cuando uno de los padres ejerce la acción para recuperar la guarda y custodia de sus hijos, perdida en 
un juicio previo y la intenta cuando por vías de hecho mantiene retenidos a aquéllos, el Juez previamente 
a admitir la demanda debe proveer sobre la legalidad de esa retención, y ordenar la devolución inmediata 
de los menores, si ésta no se justifica, toda vez que sería violatorio del derecho humano al debido 
proceso tramitar el juicio con los hijos en poder del accionante, cuando la guarda y custodia ha sido 
decidida judicialmente en favor del otro progenitor, a menos de que la retención quede justificada, en 
cuyo caso, el Juez debe declararlo así desde el inicio y continuar el juicio en todas sus etapas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018158  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.241 A (10a.)  
 
GARANTÍA DE SERIEDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LA FORMA DE CUMPLIR CON LA 
OBLIGACIÓN DE PRESENTARLA EN LAS LICITACIONES PÚBLICAS DEL ESPECTRO 
RADIOELÉCTRICO A QUE CONVOQUE EL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, 
DERIVA DE LAS FACULTADES OTORGADAS A ÉSTE Y NO DE LA LEGISLACIÓN APLICABLE. 
 
El hecho de que el artículo invocado no establezca detalladamente la forma en que debe presentarse la 
garantía de seriedad que exige en las licitaciones públicas a que convoque el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, no es ilegal, pues la manera de cumplir esa obligación deriva de las facultades 
otorgadas al propio órgano para proveer respecto de cada uno de los requisitos establecidos por el 
legislador para licitar el espectro radioeléctrico. Esto es, en la facultad de llevar a cabo el procedimiento 
de licitación se encuentra implícita la de emitir todos aquellos pronunciamientos que tiendan al logro de 
su objetivo, por lo que establecer la forma en que debe satisfacerse la obligación de exhibir la garantía 
de seriedad, es una atribución propia del Instituto Federal de Telecomunicaciones, que no requiere estar 
prevista expresamente en la legislación aplicable. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.143 P (10a.)  
 
EXTRADICIÓN. SI SE IMPONE AL RECLAMADO COMO MEDIDA CAUTELAR SU DETENCIÓN 
OFICIOSA CON ESOS FINES, EL JUEZ DE CONTROL PUEDE DETERMINAR EL CENTRO DE 
RECLUSIÓN EN DONDE AQUÉL DEBE PERMANECER PRIVADO DE SU LIBERTAD MIENTRAS SE 
SUSTANCIA EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO, AUN CUANDO PREVIAMENTE SE HUBIERE 
EJECUTADO UN TRASLADO CON BASE EN EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL. 
 
Si al reclamado en extradición, previo al procedimiento respectivo, se le trasladó de un centro de 
reclusión a uno diverso con base en el artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, este último 
acto de molestia no trasciende en lo que deba tramitarse y resolverse en el proceso extraditorio; esto, 
no sólo porque esa ley es inaplicable en dicho procedimiento, sino porque en ella no existe dispositivo 
alguno que impida a las autoridades que conocen de la extradición, emitir pronunciamientos en torno al 
lugar donde el reclamado deba seguir privado de su libertad, mientras se sustancia dicho procedimiento 
especial. De lo que se sigue que los actos emitidos al tenor de esa ley nacional, no son vinculativos ni 
tienen los matices de ser preparatorios o de constituir una especie de formalidad previa al procedimiento 
de extradición, por lo que se concluye que los actos nacidos conforme a esa ley de ejecución, son 
autónomos e independientes, con naturaleza jurídica propia, respecto de los actos o resoluciones que 
se llevan a cabo en la extradición de determinada persona. Bajo este contexto, por lo que hace a los 
traslados emanados de conformidad con el ordenamiento invocado, pueden tener origen o necesidad 
en diversas causas o razones, es decir, no sólo acontecen por motivos de "seguridad institucional"; sin 
embargo, con independencia de la razón que los llegue a originar, tampoco se observa que esa ley 
disponga algún impedimento jurídico para que, en caso de necesidad, las autoridades correspondientes 
pudieren volver a emitir un pronunciamiento respecto al traslado del imputado o sentenciado. De ese 
modo, el traslado de determinada persona, no la hace de "cosa juzgada" en relación con otro que se 
intente realizar, o sea, no es un acto que no pueda volver a ordenarse a causa de que con antelación 
hubo uno diverso, pues al igual que existen varias razones para trasladar a una persona de un centro 
de reclusión a otro, también puede haber varios traslados respecto a esa misma persona, pues no hay 
precepto que se anteponga a ello; de ahí que si entre los mismos actos que se realizan al tenor de las 
disposiciones de la ley nacional no tienen las características de constituir cosa juzgada, mucho menos 
pueden tener ese efecto en procedimientos ajenos a la naturaleza de esa ley, como el relativo a la 
extradición. En consecuencia, si al reclamado se le impone como medida cautelar su detención oficiosa 
con fines de extradición (prisión preventiva oficiosa), el traslado que en su momento se haya ejecutado 
en su contra, no es impedimento para que en el procedimiento relativo la autoridad judicial pueda 
pronunciarse sobre el lugar en donde dicha persona deberá seguir privado de la libertad, en tanto aquél 
se resuelve, pues ni jurídica ni fácticamente ese acto de molestia (traslado) vincula a la autoridad que 
conoce de la extradición, ya que además de que no hay norma que así lo disponga, el tema del lugar 
donde el justiciable deba estar privado de su libertad, se examina con diferente enfoque, ya que mientras 
con la ley nacional se analiza si existen motivos para trasladarlo de un centro de internamiento a uno 
distinto, como por ejemplo, por razón de "seguridad institucional"; en el procedimiento de extradición, 
esa situación se observa como un derecho humano, pues si la autoridad judicial que conoce de él tiene 
a su disposición al justiciable, significa que tiene potestad sobre él para determinar dónde y en qué 
circunstancias y condiciones surtirá efectos esa restricción a la libertad personal; sobre todo, cuando el 
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propio reclamado solicita al Juez de Control que lo traslade a un lugar más próximo de donde se lleva a 
cabo su procedimiento de extradición, para estar cerca de su familia, así como para que pueda ofrecer 
sus excepciones de forma más inmediata ante el Juez. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY RELATIVA ES EL FUNDAMENTO 
PARA SOLICITAR LA IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES EN LOS PROCEDIMIENTOS 
RESPECTIVOS TRAMITADOS CONFORME A LOS PRINCIPIOS Y REGLAS DEL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO Y ORAL. 
 
El precepto mencionado señala: "El Juez atendiendo a los datos de la petición formal de extradición, a 
las circunstancias personales y a la gravedad del delito de que se trata, podrá conceder al reclamado, 
si éste lo pide, la libertad bajo fianza en las mismas condiciones en que tendría derecho a ella si el delito 
se hubiere cometido en territorio mexicano.". Ahora bien, tanto de dicho artículo 26, como del resto del 
cuerpo normativo de la Ley de Extradición Internacional referida, se denota que no se han hecho las 
adaptaciones legislativas correspondientes para adecuar o hacer compatible el procedimiento de 
extradición con los principios y reglas que imperan en el sistema penal acusatorio y oral. Por ello, se 
detectan figuras jurídicas que pueden resultar anacrónicas a las aplicables en las audiencias de corte 
acusatorio y oral, como "la libertad bajo fianza", que constituye la única alternativa para quien estuviese 
sometido a un procedimiento de extradición, de poder estar en libertad en tanto éste se sustancia y 
resuelve, puesto que en la actualidad esta figura no está prevista como medida cautelar en la legislación 
aplicable, aunado a que existen diversas medidas asequibles a imponer, dependiendo de cada caso 
concreto. Sin embargo, lo anterior no origina que el artículo 26 de la Ley de Extradición Internacional 
deje de servir de base o como sustento jurídico para la solicitud e imposición de medidas cautelares en 
los procedimientos de extradición, ya que lo que subyace de dicho numeral, es el derecho que tiene el 
reclamado para solicitar que dicho procedimiento lo pueda seguir llevando en libertad, siempre y cuando 
la autoridad judicial considere que se satisfacen los requisitos conducentes para acordar a favor esa 
petición. De modo que en los procedimientos de extradición ventilados conforme a los principios y reglas 
que rigen a los procesos de corte acusatorio y oral, la oportunidad que prevé el artículo 26 indicado para 
que el reclamado en extradición pueda continuar el procedimiento respectivo en libertad, ahora se 
encuentra supeditada a que en la audiencia correspondiente argumente y acredite la satisfacción de los 
requisitos necesarios para que pueda imponérsele alguna medida cautelar que conlleve esa 
circunstancia, es decir, que sea susceptible de permitir que en tanto transcurra el procedimiento pueda 
estar sujeto a éste, pero en el goce de su libertad deambulatoria, lo que presupone que en el instante 
en que el reclamado en extradición comparece ante la autoridad judicial, antecedió una orden de 
detención con fines de extradición que ocasionó la privación de su libertad. Sin que pase inadvertido 
que, ante la falta de disposición normativa en la Ley de Extradición Internacional que indique si debe o 
no haber debate en torno a la imposición de medidas cautelares durante la celebración de la audiencia 
que refieren sus artículos 24 y 25; no obstante, el artículo 26 mencionado da la pauta para ello, pues 
aunque pareciere que la carga de proponer ese contradictorio le corresponde al propio reclamado, lo 
cierto es que al imperar en la etapa judicial del procedimiento de extradición, los principios y reglas que 
ciñen al sistema penal acusatorio y oral, debe colegirse que quien tiene la carga inicial de hacerlo es el 
Ministerio Público. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ETAPA DE INVESTIGACIÓN DEL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LA 
OMISIÓN O NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE PROVEER SOBRE LAS PETICIONES DEL 
IMPUTADO O SU DEFENSOR, DEBE AGOTARSE EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PREVIO A 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El artículo 216 del Código Nacional de Procedimientos Penales dispone que durante la etapa de 
investigación de un delito, tanto el imputado, cuando haya comparecido o haya sido entrevistado, como 
su defensor, como la víctima u ofendido del delito, podrán solicitar al Ministerio Público todos aquellos 
actos de investigación que consideraren pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos; de 
ahí que si la autoridad ministerial es omisa o se niega a proveer sobre las peticiones del imputado o su 
defensor, dicho acto no es privativo de la libertad, sino de molestia, por ello éstos tienen derecho a 
inconformarse ante la autoridad judicial, en términos del artículo 258 del propio código, que establece 
que las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de investigar, entre otras, pueden 
impugnarse ante el Juez de Control; por tanto, al no estar en presencia de las excepciones previstas en 
los incisos a), b) o c), fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo, es imperativo para el imputado 
agotar la vía jurisdiccional ordinaria, previo a promover el juicio de amparo indirecto, el que procederá, 
en todo caso, contra la resolución que emita la autoridad judicial. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2018153  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.91 C (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO POR ADHESIÓN EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL. NO DEBE EXIGIRSE COMO 
REQUISITO DE LEGALIDAD DEL ACTA CIRCUNSTANCIADA UNA MOTIVACIÓN ESPECÍFICA O 
ELEMENTOS CONCRETOS PARA CORROBORAR QUE EL NOTIFICADOR ESTUVO EN EL 
DOMICILIO CORRECTO, SINO BASTA CON QUE DE ELLA SE ADVIERTAN DATOS OBJETIVOS, 
IDÓNEOS Y SUFICIENTES QUE ARROJEN LA CONVICCIÓN DE QUE LA NOTIFICACIÓN 
EFECTIVAMENTE SE EFECTUÓ EN EL DOMICILIO DEL INTERESADO Y GENEREN 
CERTIDUMBRE DE QUE ÉSTE TUVO CONOCIMIENTO DE LA DEMANDA (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Mediante decreto publicado el 11 de noviembre de 2008 en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, se 
introdujo en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, el emplazamiento por adhesión, reformándose su artículo 117, para prever esa diversa forma 
de notificación, en el supuesto en que en el domicilio señalado por el actor no se encuentre el 
demandado, ni persona alguna que pudiera legalmente recibir la notificación, o bien, éste se negare a 
recibir la documentación respectiva, una vez cerciorado el notificador que el domicilio efectivamente es 
el del demandado. Las razones que motivaron la introducción de esta forma de emplazamiento 
consistieron en los vicios que el legislador advirtió en las notificaciones personales de los procesos civiles 
locales, los cuales retrasan la impartición de justicia, pues apreció que en muchas ocasiones el 
demandado no abre la puerta de su domicilio o se oculta para no recibir la demanda en el domicilio 
buscado, lo que ocasiona una serie de vicios que causan lentitud procesal y fomenta la corrupción en el 
sistema judicial. En ese sentido, el legislador consideró que, a diferencia de códigos adjetivos civiles de 
otras entidades de la República, el aplicable en la Ciudad de México no prevé que cuando el buscado 
que se encuentra en su domicilio se niega a firmar, pueda fijarse en un lugar visible un citatorio para 
que, en día y hora específicos, se lleve a cabo la diligencia de emplazamiento. Tampoco contempla el 
supuesto de que, si en la segunda diligencia el destinatario no se encontrare y no hubiere alguna persona 
con quien llevar a cabo la notificación, se fije el emplazamiento en la puerta del domicilio del demandado, 
y que este acto se tenga como válido. Derivado de ello, se adicionaron tres párrafos al artículo 117 
citado, para prever que, una vez actualizados los supuestos y cerciorado el notificador de que el domicilio 
efectivamente es el del demandado, proceda a fijar en un lugar visible del domicilio un citatorio de 
emplazamiento en el que señalará el motivo de la diligencia, fecha, hora y lugar de ésta, y la hora del 
día en que debe esperar el interesado (entre las doce horas y tres días hábiles siguientes a la citación), 
nombre del promovente, el tribunal que ordena la diligencia, la determinación a notificar y el 
apercibimiento de que si en la fecha y hora señaladas para el emplazamiento no se encuentra, se 
procederá a la notificación por adhesión. Si a pesar de este citatorio, el demandado no se encontrare y 
no hubiere persona con quien entender la diligencia, entonces se realizará el emplazamiento por 
adhesión, que consistirá en que el notificador deje adherido en lugar visible al domicilio del demandado 
las cédulas de notificación con las copias de traslado correspondientes, así como el instructivo en el que 
se explique el motivo del emplazamiento por adhesión, mismo que tendrá las características de la cédula 
de notificación usual, considerándose ese emplazamiento como personal. En ese sentido, para que 
proceda este tipo de emplazamiento en los procedimientos civiles deben actualizarse las siguientes 
hipótesis, que: a) el actuario se cerciore de que está en el domicilio correcto y de que la persona que 
debe ser notificada habita o tiene su domicilio en el lugar buscado; b) no se encuentre el demandado, o 
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bien, que éste se niegue a recibir la documentación respectiva; y, c) no haya persona alguna que pudiera 
legalmente recibir la notificación; sin embargo, el código procesal civil no exige como requisito de 
legalidad del acta circunstanciada una motivación específica de los elementos de los que se vale el 
notificador para cerciorarse de estar en el domicilio correcto. Consecuentemente, en el emplazamiento 
por adhesión en el procedimiento civil, no debe exigirse como requisito de legalidad del acta 
circunstanciada una motivación específica o elementos concretos para corroborar que el notificador 
estuvo en el domicilio correcto, sino que basta con que de ella se adviertan datos objetivos, idóneos y 
suficientes que arrojen la convicción de que la notificación se efectuó en el domicilio del interesado y 
generen certidumbre de que éste tuvo conocimiento de la demanda. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018152  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.1o.T.25 K (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO AL TERCERO INTERESADO EN EL AMPARO DIRECTO. FORMA EN LA QUE 
DEBE PROCEDER EL ACTUARIO SI EL DOMICILIO ESTÁ CERRADO Y NADIE ACUDE A SU 
LLAMADO. 
 
Conforme a los artículos 26, fracción I, inciso b), 27, fracción I, inciso c) y 178 de la Ley de Amparo, 
cuando el actuario adscrito a la autoridad responsable proceda a emplazar al tercero interesado; el 
domicilio esté cerrado, y ninguna persona acuda a su llamado, no basta con que afirme categóricamente 
haberse cerciorado de que practicó el emplazamiento en el domicilio que le fue indicado, sino que es 
necesario, además, que constate que en el lugar al que acudió era localizable la persona a la que 
emplazaría, debiendo agregar, para que conste en la razón correspondiente, cuáles fueron los medios 
por los que llegó a tal certeza, pues de no hacerlo, dicha diligencia es ilegal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018151  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.P.T.6 L (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. EL ACTUARIO DEBE ASENTAR, EN EL ACTA 
RESPECTIVA, SI LA PERSONA QUE LO ATENDIÓ ES MAYOR DE EDAD, SIN ESTAR OBLIGADO 
A VERIFICAR ESA CIRCUNSTANCIA NI A ASENTAR SUS CARACTERÍSTICAS FÍSICAS. 
 
Conforme al artículo 743, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, para el desahogo de la primera 
notificación en el procedimiento laboral, el legislador consideró pertinente incluir, la forma en que se 
realizaría el citado llamamiento a juicio, que para el caso de que el actuario no encontrara a la persona 
buscada o a su representante, no obstante el citatorio correspondiente, debía entender la notificación 
con cualquier persona mayor de edad que se encontrara en la casa o local señalados para ese efecto; 
por lo que es necesario, como un requisito más de validez del emplazamiento referido, que el actuario 
haga constar dicha circunstancia en el acta correspondiente, sin estar obligado a verificarlo, dada la fe 
pública con que cuenta, lo que no deja en estado de indefensión a quien alegue lo contrario, pues la 
edad es un elemento objetivo que puede acreditarse mediante la exhibición, por ejemplo, del acta de 
nacimiento, o cualquier otro elemento probatorio similar; y tampoco se encuentra obligado a asentar las 
características físicas de la persona que lo atiende, por lo que basta su afirmación en el sentido de que 
hubo alguien que le proporcionó la información requerida, partiendo principalmente de la premisa de que 
está en el domicilio correcto, como elemento esencial para la validez de la diligencia, además de la fe 
pública referida; esto, en el entendido de que nada le impide señalar cuantos datos estime necesarios 
para apoyar su dicho respecto de la persona que lo atendió al practicar la diligencia, dado que ésa es 
una forma de corroborar, en su caso, la razón pormenorizada de su actuación. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018150  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.4o.P.9 P (10a.)  
 
DUPLICIDAD DEL TÉRMINO CONSTITUCIONAL. REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIRSE PARA 
QUE PUEDA ACORDARSE DE CONFORMIDAD LA RENUNCIA DEL IMPUTADO A AQUELLA 
SOLICITUD. 
 
Del análisis de los párrafos primero y cuarto del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en relación con el diverso numeral 296 del Código de Procedimientos Penales para 
el Estado de México abrogado, se advierte que existen dos momentos procesales para resolver la 
situación jurídica del imputado, a saber: setenta y dos horas y ciento cuarenta y cuatro (plazo 
constitucional ampliado). Ahora bien, la duplicidad del término constitucional es una prerrogativa 
exclusiva del imputado, que tiene como finalidad que se aporten en su beneficio los datos idóneos para 
desvirtuar la imputación formulada en su contra. Por ello, es lógico que unilateralmente pueda abdicar 
de la dilación constitucional con el objetivo de que el órgano jurisdiccional resuelva su situación jurídica, 
antes de que fenezca dicho término; sin embargo, esa facultad no es absoluta, pues para que pueda 
acordarse de conformidad esa petición, deben cumplirse dos requisitos; que: I. El término original de 
setenta y dos horas de que dispone la autoridad judicial para dictar el auto de plazo constitucional, no 
haya sido rebasado; y, II. Adicionalmente, el juzgador cuente con un plazo razonable, esto es, que tenga 
el tiempo suficiente para resolver eficientemente la situación jurídica del imputado. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018149  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: XXV.3o.2 C (10a.)  
 
DIVORCIO VOLUNTARIO. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 284 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 
ESTADO DE DURANGO, VIGENTE HASTA EL TREINTA Y UNO DE MAYO DE DOS MIL 
DIECIOCHO, AL ESTABLECER LA PROSCRIPCIÓN A LOS CONSORTES PARA CONTRAER UN 
NUEVO MATRIMONIO ANTES DE QUE HAYA TRANSCURRIDO UN AÑO DESDE QUE SE 
DISOLVIÓ EL VÍNCULO MATRIMONIAL, ES INCONVENCIONAL Y, POR TANTO, DEBE 
INAPLICARSE. 
 
El primer párrafo del artículo citado, vigente hasta el treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, señala 
que, en virtud del divorcio, los cónyuges recobran su capacidad para contraer un nuevo matrimonio y en 
su último párrafo establece que tratándose de divorcio voluntario, para que puedan contraer nuevas 
nupcias es indispensable que haya transcurrido un año desde que se disolvió el vínculo matrimonial, lo 
cual atenta contra el derecho al libre desarrollo de la personalidad; que tiene que ver con la libre 
modificación del estado civil de las personas, por lo que dicha porción normativa resulta inconvencional 
y, por tanto, debe inaplicarse, ya que infringe los numerales 1, 2, 3, 6, 12 y 25 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos; 1, 2, 3, 5 y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 3, 
16, 17 y 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que reconocen que toda persona 
tiene derecho a la libertad, así como al reconocimiento de su personalidad jurídica y que nadie podrá ser 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, teniendo el derecho a la protección de la ley contra 
esas intrusiones o ataques, esto es, reconocen una superioridad de la dignidad humana. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018148  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.16o.T.5 K (10a.)  
 
DILACIÓN PROCESAL. LA DETERMINACIÓN DE UN TÉRMINO FIJO Y GENÉRICO PARA TENER 
POR ACTUALIZADOS LOS CONCEPTOS "ABIERTA DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO" O 
"PARALIZACIÓN TOTAL DEL PROCEDIMIENTO", COMO EXCEPCIÓN A LA REGLA DE 
IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO ES ILEGAL, PUES DEBE ATENDERSE A LAS 
CIRCUNSTANCIAS DEL CASO CONCRETO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
48/2016 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de mayo de 2016 a 
las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo 
II, mayo de 2016, página 1086, con el título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, 
ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO 
NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE ACORDAR 
PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON EL JUICIO, AL TRATARSE DE UNA 
VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS.", estableció que 
tratándose del reclamo de dilaciones procesales dentro del juicio, por regla general, el juicio de amparo 
es notoriamente improcedente por no ser actos de "imposible reparación", entendiéndose por éstos los 
que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte; es decir, 
sus consecuencias deben impedir el ejercicio de un derecho y no únicamente producir una lesión jurídica 
formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo; sin embargo, precisó 
una excepción a dicha regla, que se actualiza cuando el Juez de amparo advierte de la demanda una 
"abierta dilación del procedimiento" o su "paralización total", y estableció que en ese caso el amparo 
será procedente. Ahora bien, para determinar la dilación, deben analizarse la naturaleza del caso 
concreto, las circunstancias del problema jurídico sometido a la autoridad jurisdiccional, así como los 
elementos que permitan tener un panorama amplio para determinar si se trata o no de una violación 
autónoma del procedimiento, o bien, de una violación que se presenta del procedimiento ya que, de lo 
contrario, se llegaría a señalar términos arbitrarios que, incluso, pueden contravenir disposiciones 
legales y, por ese motivo, la determinación de un término de 3 meses o cualquier otro que sea fijo y 
genérico para todos los casos, es ilegal. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018147  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.177 L (10a.)  
 
DEVOLUCIÓN DE LAS APORTACIONES DE LA CUENTA INDIVIDUAL DE PENSIONISSSTE. EL 
INFORME EN COPIA FOTOSTÁTICA SIMPLE DE BANSEFI, RENDIDO MEDIANTE LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, TIENE PLENA EFICACIA Y ES IDÓNEO PARA 
ACREDITAR LA EXCEPCIÓN DE PAGO OPUESTA POR AQUÉL, SALVO PRUEBA EN 
CONTRARIO. 
 
De los artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores; 44 de su reglamento 
interior; 1, 3, 6, 8, fracción IX y 8 bis de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios 
Financieros, y 99, 124 y 142 de la Ley de Instituciones de Crédito, se advierte que dicha comisión es un 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que tiene por objeto supervisar 
y regular a las entidades integrantes del sistema financiero mexicano, con facultades de inspección, 
vigilancia, prevención y corrección, además de contar con atribución para solicitar toda clase de 
información y documentos respecto de las operaciones que celebran las personas o sociedades sujetas 
a supervisión. Por otro lado, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, Sociedad Nacional 
de Crédito, Institución de Banca y Desarrollo (BANSEFI), es una institución regulada por su propia ley, 
por la Ley de Instituciones de Crédito y por la Ley del Banco de México, que tiene por objeto promover 
y facilitar el ahorro, la inclusión financiera, el fomento de la innovación, la perspectiva de género y la 
inversión entre los integrantes del sector; asimismo, puede participar en el capital social de 
Administradoras de Fondos para el Retiro y en el de sociedades de inversión especializadas en fondos 
para el retiro, así como prestarles servicios para eficientar su operación y reducir sus costos. De este 
régimen se deduce que las instituciones de banca múltiple deben contar con sistemas automatizados de 
procesamiento y conservación de datos, así como con la información relativa a los titulares de las 
operaciones activas y pasivas, y las características de las operaciones que la institución mantenga con 
cada uno de ellos e, igualmente, la información de las operaciones relacionadas con las obligaciones 
garantizadas a que se refiere la Ley de Protección al Ahorro Bancario. De lo anterior, se colige que el 
informe rendido en copia simple por BANSEFI, mediante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
tiene plena eficacia y es idóneo para acreditar la excepción de pago que oponga el Fondo Nacional de 
Pensiones de los Trabajadores al Servicio del Estado (PENSIONISSSTE), en un juicio laboral donde 
figure como demandado y se le reclame la devolución de las aportaciones contenidas en la cuenta 
individual del trabajador, pues goza de validez probatoria, conforme a los siguientes elementos: 1) Es 
emitido por una institución pública; 2) Dada la naturaleza de las funciones bancarias de la oficiante, tiene 
la obligación de registrar en su contabilidad el mismo día en que se efectúe todo acto o contrato que 
signifique variación en el activo o en el pasivo de una institución de crédito o implique obligación directa 
o contingente; 3) Tiene participación en el capital social de las Administradoras de Fondos para el Retiro 
y en el de sociedades de inversión especializadas en fondos para el retiro; y, 4) La información se solicita 
por medio de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de lo que se concluye que los datos que 
informa son fidedignos, salvo prueba en contrario, sin necesidad de que se acompañen como soporte 
estados de cuenta bancarios, contratos de cuentas, firma de recibido de las cantidades de dinero y 
demás avisos que justifiquen la transferencia de los recursos contenidos en la cuenta individual, ya que 
ello implicaría desconocer el valor probatorio de esa información, que no requiere de ratificación o 
compulsa, aun cuando sea rendida en copia simple, ya que no se trata de un indicio común, atento a 
que constituye el anexo del diverso informe rendido por el máximo órgano del sistema financiero 
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mexicano, como lo es la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, lo que no impide que el trabajador 
pueda desvirtuarla con prueba en contrario. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018143  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.186 L (10a.)  
 
CARTA DE RECOMENDACIÓN. AL TRATARSE DE UNA "PRESTACIÓN EXTRALEGAL", EL 
TRABAJADOR DEBE ACREDITAR EL DERECHO A SU EXPEDICIÓN. 
 
La "carta de recomendación", es un documento expedido por el patrón en favor del trabajador, en la cual 
se exponen, siempre de manera positiva, las capacidades, conocimientos, características y cualidades 
del empleado que está siendo recomendado para ocupar un determinado puesto, es decir, para 
respaldar su desempeño laboral ante terceros o un futuro empleador; supuesto que es diverso a las 
constancias a que se refieren las fracciones VII y VIII del artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo 
(constancia escrita del número de días trabajados y salario percibido, así como la relativa a sus servicios) 
e, incluso, a la hipótesis prevista en el numeral 81 (constancia anual de antigüedad para efecto de su 
periodo vacacional y la fecha en que habrá de disfrutarse), pues de esos preceptos se advierte que la 
naturaleza de las constancias ahí señaladas es diversa a la "carta de recomendación" referida, porque 
en aquéllas únicamente se hace constar por el patrón la existencia de la relación laboral, su duración y 
los derechos que de ella puedan generarse, lo que, en sí mismo, no implica una recomendación para 
ser considerado y ocupar un cargo. Por ende, si el trabajador en el capítulo de "prestaciones" de su 
demanda solicita la expedición de una carta de recomendación, se está en presencia de una "prestación" 
que no se encuentra prevista en la legislación laboral, de lo que se concluye que es de naturaleza 
extralegal, por lo que corresponde al trabajador acreditar el derecho a su expedición. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018142  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XIII.P.A.54 P (10a.)  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE DAR ACCESO A 
ÉSTA A LA PERSONA INVESTIGADA Y A SU DEFENSOR, POR ACTUALIZARSE LOS SUPUESTOS 
LEGALES PARA MANTENER BAJO RESERVA LOS DATOS DE PRUEBA QUE OBRAN EN ELLA, 
ES ACORDE CON LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO B, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 218 Y 219 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. 
 
El precepto constitucional citado prevé y regula el derecho del imputado a contar con una defensa 
adecuada, lo cual implica que se le faciliten los datos que consten en el proceso y requiera para su 
defensa. Para ello, el Poder Reformador de la Constitución estableció implícitamente, por una parte, que 
el Ministerio Público debe mantener bajo reserva los datos de prueba que obren en la carpeta de 
investigación y, por otra, los momentos a partir de los cuales el imputado y su defensor pueden tener 
acceso a dicha información, al especificar las siguientes hipótesis, cuando: a) el imputado se encuentre 
detenido; b) pretenda recibirse su declaración o entrevistarlo; y, c) antes de que comparezca por primera 
vez ante el Juez de Control. Y, es a partir de que se actualice cualquiera de esos supuestos que se 
adquiere la calidad de imputado al ser detenido por la comisión de un hecho delictivo, o bien, el 
señalamiento que en su contra realice el Ministerio Público, ya sea al ser llamado a declarar ante éste 
como probable partícipe de un delito o en la audiencia de imputación efectuada ante el Juez de Control; 
momento en que desaparece la reserva, para que el imputado y su defensor puedan preparar una 
defensa adecuada a sus intereses, salvo los casos excepcionales que marque la ley secundaria para 
salvaguardar el éxito de la investigación. En congruencia, en los artículos 218 y 219 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, el legislador estableció la reserva de los datos de prueba e información que 
obren en las carpetas de investigación, precisando que solamente las partes pueden tener acceso a ello, 
con las limitaciones establecidas en la propia ley; exceptuando de esa reserva, únicamente, a la víctima 
u ofendido y a su asesor jurídico, ya que éstos sí pueden tener acceso a los registros de la investigación 
en cualquier momento; y señaló, en términos similares al postulado constitucional, cuáles son los 
momentos en que el imputado y su defensor pueden tener acceso al legajo de investigación, a saber 
cuando: 1) el imputado se encuentre detenido; 2) sea citado para comparecer como imputado o sea 
sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista; y, 3) una vez que el imputado y su 
defensor hayan sido convocados a la audiencia inicial. Por tanto, si no se presenta alguno de esos 
supuestos, la negativa de la Representación Social de dar acceso a la carpeta de investigación a la 
persona sujeta a investigación y a su defensor, es acorde con los artículos constitucional y legales 
mencionados. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2018141  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: IV.2o.C.12 C (10a.)  
 
CONVENIO JUDICIAL ELEVADO A LA CATEGORÍA DE SENTENCIA EJECUTORIADA. EL JUEZ 
DEBE RESOLVER SU CUMPLIMIENTO CONFORME A LO PACTADO EN ÉL Y EN LAS 
CONSTANCIAS QUE INTEGRAN EL EXPEDIENTE JUDICIAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN). 
 
De los artículos 459 a 485 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, que regulan 
el apartado relativo a la ejecución de las sentencias, se advierte que es facultad y obligación del Juez 
natural, analizar el convenio elevado a la categoría de sentencia ejecutoriada y resolver sobre su 
cumplimiento con base en los datos allegados al expediente. En efecto, ello es parte de su función 
jurisdiccional, en la que no le es dable ceñirse, sin más, a las afirmaciones del actor o de la demandada; 
del ejecutante o de la ejecutada; o de los auxiliares en la administración de la justicia, por lo que es 
correcto que haga uso de dichas atribuciones, esto es, resolver sobre su cumplimiento, sólo conforme a 
lo pactado en el convenio judicial y en las constancias que integran el expediente judicial. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018140  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.170 A (10a.)  
 
CONVENIO DE CESIÓN DE DERECHOS PARCELARIOS. CUANDO SU CUMPLIMIENTO ESTÁ 
CONDICIONADO A QUE EL ENAJENANTE ADQUIERA, PREVIAMENTE, EL DOMINIO PLENO DE 
LA UNIDAD DE DOTACIÓN, NO SE RIGE POR EL ARTÍCULO 80 DE LA LEY AGRARIA, VIGENTE 
HASTA EL 17 DE ABRIL DE 2008, SINO POR LA LEGISLACIÓN CIVIL. 
 
De acuerdo con el artículo 80 de la Ley Agraria, en vigor hasta la fecha indicada, los ejidatarios están 
facultados para enajenar sus derechos parcelarios a otros ejidatarios o avecindados del mismo núcleo 
de población, siempre que cumplan con los requisitos de validez siguientes: a) manifiesten su 
conformidad por escrito ante dos testigos; b) notifiquen lo pactado al Registro Agrario Nacional, para la 
expedición de los nuevos certificados, a fin de que el comisariado ejidal realice la inscripción en el libro 
correspondiente; y, c) el enajenante o cedente notifique su intención de vender o ceder a su cónyuge o 
hijos, para que ejerzan su derecho del tanto en un plazo de treinta días naturales, contados a partir de 
la notificación. Así, la inobservancia de dichos requisitos genera la ineficacia de la enajenación, salvo 
que el cumplimiento del convenio de cesión de derechos parcelarios esté condicionado a que el 
enajenante adquiera, previamente, el dominio pleno de la unidad de dotación pues, en este supuesto, la 
cesión posterior no se rige por el precepto citado, sino por la legislación civil. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018138  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A.76 P (10a.)  
 
CONDENA CONDICIONAL. ES LEGAL NEGAR ESTE BENEFICIO SI EL SENTENCIADO EN UNA 
PRIMERA OCASIÓN HABÍA SIDO CONDENADO POR UN DELITO SIMILAR QUE DENOTA SU 
PERSISTENCIA EN LA MISMA CONDUCTA ANTIJURÍDICA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
140/2005, de rubro: "CONDENA CONDICIONAL. LOS ANTECEDENTES PENALES NO SON 
NECESARIAMENTE SUFICIENTES PARA ACREDITAR QUE EL SENTENCIADO NO HA 
EVIDENCIADO BUENA CONDUCTA ANTES DEL HECHO PUNIBLE Y, POR TANTO, PARA NEGAR 
EL OTORGAMIENTO DE AQUEL BENEFICIO.", estableció que de una interpretación sistemática y 
armónica del artículo 90, fracción I, inciso b), del Código Penal Federal, se concluye que los 
antecedentes penales no necesariamente deben calificarse como un dato incontrovertible que denota 
que el sentenciado no ha evidenciado buena conducta anterior al hecho punible, pues son los 
juzgadores, en ejercicio de su arbitrio judicial y con base en las constancias que obren en la causa penal, 
quienes determinarán si existe la presunción de que el sentenciado no volverá a delinquir, pues la 
condena condicional no es un derecho, sino un beneficio sujeto a análisis del juzgador. Por tanto, es 
legal negar al sentenciado esa prerrogativa ponderando como factores determinantes para estimar que 
no demostró su buen comportamiento previo, la situación de que ya fue condenado y sancionado en una 
primera ocasión por un delito similar al que ahora constituye la materia del fallo de condena, a partir del 
conocimiento directo e inmediato de las circunstancias del hecho y de sus características, pues al ser 
condenado y sentenciado en ambas ocasiones por un ilícito similar, denota que se persistió en la misma 
conducta antijurídica; de modo que es su comportamiento en ese sentido el que se pondera como 
referente para calificarla de manera negativa y no la existencia per se del antecedente penal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018137  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.16o.T.4 K (10a.)  
 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE DECLARARLOS 
INOPERANTES CUANDO SE ALEGUEN VIOLACIONES PROCESALES QUE SE HICIERON VALER 
DESDE UN PRIMER AMPARO Y QUE NO FUERON ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO. 
 
De los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
y 171, 172, 174 y 182 de la Ley de Amparo, se advierte la obligación de la quejosa, al reclamar la 
sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, de hacer valer en la demanda de amparo 
principal o en la adhesiva, todas aquellas violaciones procesales que estime se cometieron, precisando, 
en su caso, la forma en que trascendieron al resultado de la resolución, así como la obligación para los 
Tribunales Colegiados de Circuito de decidir respecto de todas las que se hicieron valer y las que, en 
los casos que proceda, adviertan en suplencia de la queja, con la consecuencia de que si tales 
violaciones no se invocaron en un primer amparo (preclusión por consentimiento) ni el tribunal las hizo 
valer de oficio (cosa juzgada por decisión implícita), no podrán ser materia de concepto de violación ni 
de estudio oficioso en un juicio de amparo posterior. Así, tratándose del error judicial –entendido como 
aquel que se suscita por una omisión clara, que no constituye una decisión, y que no involucra la 
contravención al principio de seguridad jurídica ni a cuestiones de formalidad en el dictado de la 
sentencia de amparo, como cuando de autos se advierta que el quejoso sí hizo valer la violación procesal 
desde un amparo anterior y el Tribunal Colegiado de Circuito omitió analizarla–, no debe considerarse 
actualizada la hipótesis de consentimiento por falta de impugnación, que justifica la preclusión en su 
perjuicio, ni la de cosa juzgada, porque lo único que el quejoso tiene a su alcance para subsanar el error 
judicial del órgano jurisdiccional es un nuevo juicio de amparo; por ello, no deben declararse inoperantes 
sus conceptos de violación y, por el contrario, debe procederse a su estudio, salvo que se actualice 
alguna imposibilidad técnica por causa distinta. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018136  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.174 A (10a.)  
 
CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE 
GUANAJUATO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE LOS RELATIVOS A LA FALTA DE 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA PARA EMITIR EL ACTO IMPUGNADO, FRENTE 
A LOS ATINENTES A SU DEFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, POR REPRESENTAR 
UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR. 
 
De acuerdo con la conceptualización del principio de mayor beneficio que realizó el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 3/2005, visible en la página 5, Tomo XXI, febrero 
de 2005, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN 
DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS 
QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, 
INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES." y su aplicación, por 
analogía, a todos los juicios, incluidos los de naturaleza administrativa, el Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Guanajuato debe atender, con preferencia, en el contexto del proceso 
contencioso administrativo, los motivos de inconformidad que conduzcan a la obtención de una nulidad 
de fondo, frente a la derivada de vicios formales, con el propósito de que los asuntos se resuelvan en el 
menor tiempo posible y en definitiva. Así, cuando la impugnación contenga sólo vicios formales, el 
juzgador debe optar por el análisis de los conceptos de nulidad que logren la insubsistencia total de la 
resolución. Entre estos vicios formales, de acuerdo con la tesis aislada P. XXXIV/2007, consultable en 
la página 26, Tomo XXVI, diciembre de 2007, de la misma Época y publicación, de rubro: "NULIDAD 
ABSOLUTA Y NULIDAD PARA EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 
ALCANCE DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS QUE 
ORIGINARON LA ANULACIÓN.", el tema de la competencia de la autoridad puede originar la nulidad 
absoluta del acto o la nulidad para efectos. La primera se obtiene de la falta de competencia de la 
autoridad que emitió el acto, y la segunda puede derivar de su deficiente fundamentación y motivación. 
Por tanto, es preferente el estudio de los conceptos de anulación relativos a la falta de competencia de 
la autoridad demandada para emitir el acto impugnado, frente a los atinentes a su deficiente 
fundamentación y motivación, por representar un mayor beneficio para el actor. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018135  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVI.1o.A.167 A (10a.)  
 
COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO EN EL QUE SE 
RECLAME LA DETERMINACIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
DECLARA INFUNDADA LA QUEJA INTERPUESTA POR DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SENTENCIA DE NULIDAD QUE CONMINA AL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO A LA CORRECTA CUANTIFICACIÓN DE UNA 
PENSIÓN. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN SE UBIQUE 
EL DOMICILIO DEL PENSIONADO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
176/2009, consideró que, cuando se reclame la indebida cuantificación de la pensión de un 
derechohabiente del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, debe 
considerarse competente, conforme al primer párrafo del artículo 36 de la Ley de Amparo abrogada –
correlativo del primer párrafo del artículo 37 de la ley de la materia vigente–, el Juez de Distrito en cuya 
jurisdicción se ubique el domicilio del quejoso, al ser éste el lugar en que debe entenderse que se ejecutó 
dicho acto. En ese contexto, al impugnarse la determinación del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa que declara infundada la queja interpuesta por defecto en el cumplimiento de la sentencia 
de nulidad que conmina al organismo mencionado a la correcta cuantificación de una pensión, debe 
atenderse al criterio de competencia que informa la ejecutoria indicada, ya que el impacto que tendrá la 
sentencia correspondiente podría, a su vez, trascender en una condena de índole económica que 
repercutirá en un incremento de la obligación para la demandada, lo cual surtirá sus efectos jurídicos o 
consecuencias materiales en el ámbito privado del pensionado, el cual, según lo que sostuvo el Alto 
Tribunal, se desenvuelve principalmente en el domicilio de éste; de ahí que la competencia por territorio 
para conocer del juicio de amparo en el que se reclame dicho acto, se surte en favor del Juez de Distrito 
en cuya jurisdicción se ubique dicho domicilio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018134  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXVIII/2018 (10a.)  
 
COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO. EL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES QUE PREVÉ QUE ES PRORROGABLE POR MUTUO 
CONSENTIMIENTO DE LAS PARTES, EXPRESO O TÁCITO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El precepto citado, al prever que la competencia territorial es prorrogable por mutuo consentimiento de 
las partes, expreso o tácito, y establecer los supuestos en los que hay prórroga tácita de las partes, no 
vulnera el principio de seguridad jurídica, aun cuando no establezca salvedad alguna, porque el hecho 
de que éstas puedan elegir al Juez que resuelva las controversias surgidas entre ellas, facilita el acceso 
a la justicia, en lugar de obstaculizarla o impedirla. Además, el que el artículo 23 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles establezca la atribución de las partes de prorrogar la competencia por razón de 
territorio por mutuo acuerdo, sea expreso o tácito, origina que éstas se sometan a la competencia de un 
determinado juzgador, por así convenir a sus intereses, otorgando el equilibrio procesal entre ellas, lo 
que brinda seguridad jurídica al establecer reglas claras que dan certeza, máxime que saben a qué 
atenerse en cuanto a la competencia del órgano jurisdiccional que por razón de territorio conocerá del 
asunto. 
 
PRIMERA SALA 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018133  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.19o.A.2 A (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA RESPUESTA 
NEGATIVA DE UNA DEPENDENCIA DEL GOBIERNO FEDERAL A LA SOLICITUD DE DONACIÓN 
DE UN INMUEBLE. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO ANTE EL QUE SE PRESENTÓ LA 
DEMANDA. 
 
Si en el juicio de amparo se reclama la respuesta negativa de una dependencia del Gobierno Federal a 
la petición de donación de un inmueble, para resolver la cuestión de competencia debe ponderarse el 
contenido del acto reclamado, el cual es declarativo, al constituir un pronunciamiento negativo que no 
prescribe o manda una conducta determinada, ni implica la realización de una obligación de hacer o dar; 
sin que pueda afirmarse que conlleva un principio de ejecución material, atento a los efectos de una 
posible concesión del amparo, ni al hecho de que pueda resultar o no procedente la donación en favor 
del quejoso, porque ello prejuzgaría sobre una hipótesis futura e incierta, la cual, además, involucra una 
cuestión de fondo. Por tanto, la competencia para conocer del juicio no corresponde al Juez de Distrito 
que ejerza jurisdicción en el lugar donde se ubica el inmueble relacionado con la donación, sino ante el 
que se presentó la demanda de amparo, conforme al último párrafo del artículo 37 de la ley de la materia. 
 
DÉCIMO NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018132  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.4o.A.138 A (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE MEJORA REGULATORIA. NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO, AL EMITIR EL DICTAMEN DE UNA MANIFESTACIÓN DE IMPACTO 
REGULATORIO. 
 
La administración pública puede emitir diversas modalidades de actos, pero no todos tienen el carácter 
de "acto de autoridad" para efectos del juicio de amparo. Así, la Comisión Federal de Mejora Regulatoria 
no es autoridad para efectos del juicio de amparo al emitir el dictamen de una manifestación de impacto 
regulatorio, por ejemplo, el dictamen total con efectos de final sobre el anteproyecto denominado 
"Modificaciones y adiciones a las disposiciones de carácter general en materia de operaciones de los 
Sistemas de Ahorro para el Retiro", porque lo hace a solicitud de alguna entidad o dependencia de la 
Administración Pública Federal, en el caso, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, lo cual no 
implica ejercer facultades decisorias que pudieran constituir una potestad administrativa que incida en 
la órbita de los particulares, como se observa de los artículos 69-A, 69-D, 69-E y 69-H a 69-L de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo; es decir, dichas facultades no se ubican dentro de las 
relaciones denominadas de supra a subordinación, sino que se refieren a las de coordinación y 
colaboración entre órganos, que no tienen más fin que el de que dicha comisión opine –mediante un 
dictamen que pone a consideración del Ejecutivo Federal– acerca de los asuntos que se someten a su 
consideración, relacionados con anteproyectos de leyes, decretos legislativos y los actos a que se refiere 
el artículo 4 del ordenamiento mencionado y, por tanto, no tiene capacidad para decidir y resolver sobre 
esos asuntos, ni ejecutar los acuerdos o mandamientos de los titulares de las dependencias y 
organismos descentralizados de la Administración Pública Federal. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018127  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.185 L (10a.)  
 
AVISO DE RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. EL ACTA EN LA QUE UN CORREDOR 
PÚBLICO HACE CONSTAR SU ENTREGA AL TRABAJADOR, ES INSUFICIENTE Y CARECE DE 
EFICACIA PROBATORIA PARA TENER POR SATISFECHO EL REQUISITO PREVISTO EN LA 
ÚLTIMA PARTE DEL ARTÍCULO 47 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
 
En términos del primer párrafo del artículo 795 de la Ley Federal del Trabajo son documentos públicos 
aquellos cuya formulación está encomendada por la ley a un funcionario investido de fe pública, así 
como los que expida en ejercicio de sus funciones; en ese tenor, el acta en la que un corredor público 
hace constar la entrega del aviso de rescisión de la relación laboral al trabajador, es insuficiente y carece 
de eficacia probatoria para tener por satisfecho el requisito previsto en la última parte del numeral 47 de 
la ley citada, toda vez que los corredores públicos no tienen facultades legales para hacer constar hechos 
o actos jurídicos de índole laboral, pues acorde con los artículos 5o., 6o., fracciones V y VI, 18 y 20, 
fracción XI, de la Ley Federal de Correduría Pública y el diverso 53 de su reglamento, a éstos 
corresponde actuar como fedatarios públicos dentro de la plaza para la que fueron habilitados para hacer 
constar los contratos, convenios, actos jurídicos y hechos de naturaleza mercantil, quienes tienen 
expresamente prohibido intervenir como fedatarios fuera de los casos autorizados por la ley y su 
reglamento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018126  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.172 A (10a.)  
 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 10 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE 
GUANAJUATO. ESTÁ FACULTADO PARA DESAHOGAR PREVENCIONES RELATIVAS A LA 
EXHIBICIÓN DE LOS DOCUMENTOS QUE DEBIERON ANEXARSE A LA DEMANDA DEL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 
65/2010). 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 65/2010, de rubro: 
"AUTORIZADO PARA OÍR NOTIFICACIONES EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 5o. DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
VIGENTE HASTA EL 28 DE ENERO DE 2010. CASOS EN LOS QUE ESTÁ FACULTADO PARA 
DESAHOGAR PREVENCIONES.", destacó que en dicho precepto se establece que los particulares 
podrán autorizar a un licenciado en derecho para que en su nombre, entre otras cosas, haga 
promociones de trámite, y dentro de este concepto se encuentran la formulación y presentación del 
escrito por virtud del cual se desahoga el requerimiento de exhibir los documentos que debieron 
acompañarse a la demanda de nulidad, en tanto que las irregularidades en su presentación, al ser de 
índole formal, podrá subsanarlas el autorizado en términos amplios, a quien se conceden facultades 
tendentes a facilitar los derechos de defensa de quien lo autoriza. Así, al ser aplicable dicho criterio por 
analogía, se concluye que el autorizado en términos del segundo párrafo del artículo 10 del Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato está facultado 
para desahogar prevenciones diversas a la aclaración y ampliación de demanda del juicio contencioso 
administrativo, como la relativa a la exhibición de los documentos que debieron anexarse a ésta ante el 
tribunal de la causa, por cuanto constituye una expresión de la potestad de defensa de los derechos de 
quienes lo autorizaron. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018125  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: I.1o.P.140 P (10a.)  
 
AUDIENCIA DE CONOCIMIENTO DE LA PETICIÓN FORMAL DE EXTRADICIÓN. LOS 
PRONUNCIAMIENTOS EMITIDOS POR EL JUEZ DE CONTROL DURANTE SU DESARROLLO, QUE 
AFECTAN LA LIBERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO RECLAMADO, AL CONSTITUIR ACTOS DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN, SON IMPUGNABLES EN EL AMPARO INDIRECTO, SIN ESPERAR AL 
DICTADO DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CON QUE CULMINE ESE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO. 
 
Conforme al inciso a) de la fracción III del artículo 107 de la Ley de Amparo, y a la tesis aislada P. 
XXXVI/2004, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "EXTRADICIÓN. ES UN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO QUE INICIA CON SU 
PETICIÓN FORMAL Y TERMINA CON LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE LA SECRETARÍA DE 
RELACIONES EXTERIORES EN QUE LA CONCEDE O LA REHÚSA (INTERRUPCIÓN DE LA TESIS 
PLENARIA CLXV/2000).", cuando se pretende reclamar la inconstitucionalidad de la extradición de 
determinada persona, el juicio de amparo indirecto procede únicamente contra la resolución definitiva 
que pone fin al procedimiento respectivo (la emitida por la Secretaría de Relaciones Exteriores), 
pudiéndose impugnar las violaciones cometidas en el dictado de la resolución o durante el 
procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso, trascendiendo al 
resultado del fallo. De manera que el controvertido constitucional no procede respecto de los llamados 
"actos intraprocesales", es decir, los acontecidos durante la tramitación del procedimiento seguido en 
forma de juicio, pues éstos no causan un agravio en la medida en que pueden ser subsanados en caso 
de que la resolución definitiva que se dicte en dicho procedimiento, sea beneficiosa o no perjudicial a los 
intereses legales de quien pretenda acudir a la instancia constitucional. Sin embargo, el juicio de amparo 
sí resulta procedente, en términos de la fracción V del artículo 107 mencionado, cuando en la demanda 
se señalan como actos reclamados los pronunciamientos emitidos por el Juez de Control durante el 
desarrollo de la audiencia en la que hace del conocimiento la petición formal de extradición, en los que 
se afecte la libertad personal del reclamado (quejoso), como por ejemplo, la imposición de una medida 
cautelar como la "detención oficiosa con fines de extradición" (prisión preventiva oficiosa), o la 
determinación del lugar en donde el reclamado en extradición deberá permanecer interno hasta en tanto 
se resuelva en definitiva el procedimiento extraordinario respectivo. Lo anterior, ya que aunque esta 
clase de pronunciamientos se originan dentro del procedimiento de extradición, éstos no están erigidos 
a impugnar su inconstitucionalidad –lo cual sí tornaría improcedente el juicio de amparo, al tenor de los 
argumentos citados al inicio de este criterio–, sino que constituyen determinaciones concretas con las 
cuales se le afecta en la libertad personal al extraditable, porque tienen como consecuencia que éste 
continúe el procedimiento respectivo restringido de ese derecho humano, aunado a que dicha privación 
se lleve a cabo bajo ciertas modalidades; por lo cual, la sede constitucional deviene procedente ante 
actos de esta naturaleza, sin que sea necesario esperar a que se dicte la resolución definitiva en ese 
procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, al tratarse de actos de imposible reparación, 
que afectan materialmente derechos sustantivos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018124  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.6o.P.125 P (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. LA HIPÓTESIS PARA 
LIBRARLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 141, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SE ACTUALIZA SI EL IMPUTADO ES DECLARADO SUSTRAÍDO 
DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA, AL HABER OMITIDO ASISTIR A LA CITACIÓN QUE SE LE 
EFECTUÓ PARA COMPARECER A LA AUDIENCIA INTERMEDIA, A PESAR DE ESTAR 
DEBIDAMENTE NOTIFICADO. 
 
El Código Nacional de Procedimientos Penales prevé dos hipótesis de procedencia para librar una orden 
de aprehensión para la etapa inicial, previstas en sus artículos 141 y 310, los cuales son que: 1. El 
indiciado, sin causa justificada, no atienda una citación u orden de comparecencia judicial; y, 2. La 
Representación Social lo considere necesario para lograr la comparecencia del imputado, a fin de que 
se le formule imputación. Así, se estima actualizada la primera hipótesis (conforme al párrafo cuarto del 
artículo 141 mencionado), cuando el Juez de Control declara sustraído de la acción de la justicia al 
imputado, al hacer caso omiso a la citación que se le efectuó, para que compareciera a la audiencia 
intermedia, a pesar de estar debidamente notificado; máxime que existe incumplimiento de las medidas 
cautelares impuestas, en el caso, la relativa a su presentación semanal ante el Juez. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018123  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.9o.P.226 P (10a.)  
 
APELACIÓN CONTRA EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL TRIBUNAL DE ALZADA QUE 
CONOZCA DE DICHO RECURSO DEBE ESTUDIAR DE OFICIO LA DEMOSTRACIÓN DEL HECHO 
SEÑALADO POR LA LEY COMO DELITO, ASÍ COMO LA PROBABLE PARTICIPACIÓN DEL 
IMPUTADO EN SU REALIZACIÓN, AUN CUANDO ÉSTE NO LO HUBIERE ALEGADO EN SUS 
AGRAVIOS [ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LAS TESIS AISLADAS I.9o.P.164 P (10a.) 
Y I.9o.P.165 P (10a.)]. 
 
De los artículos 17 y 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 8, numeral 2, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 
2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se advierte el derecho humano a la tutela 
judicial efectiva en su vertiente de recurso efectivo, el cual implica la obligación para los tribunales de 
resolver los conflictos que se les plantean sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando 
formalismos o interpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo y la 
auténtica tutela judicial. En este sentido, el derecho de toda persona a un recurso, debe ser entendido 
integralmente, esto es, que el medio ordinario de defensa debe ser sencillo, rápido y efectivo; por tanto, 
ello obliga al tribunal de alzada que conozca del recurso de apelación promovido contra el auto de 
vinculación a proceso, a efectuar el estudio oficioso de la demostración del hecho señalado por la ley 
como delito, así como la probable participación del imputado en su realización, aun cuando éste no lo 
hubiere alegado en sus agravios, pues sólo de ese modo (examinando exhaustivamente el actuar del 
Juez de Control), puede constatar la existencia o inexistencia de violaciones a derechos fundamentales 
del apelante. En atención a los anteriores razonamientos, este tribunal se aparta del criterio sostenido 
en las tesis aisladas I.9o.P.164 P (10a.) y I.9o.P.165 P (10a.), de títulos y subtítulos: "RECURSO DE 
APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA 
PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. CUANDO EL RECURRENTE, YA SEA EL PROPIO 
SENTENCIADO O EL OFENDIDO, NO HAGA VALER EN SU EXPRESIÓN DE AGRAVIOS VIOLACIÓN 
A SUS DERECHOS FUNDAMENTALES, EL TRIBUNAL DE ALZADA NO SE ENCUENTRA OBLIGADO 
A ESTUDIAR DE OFICIO LOS ASPECTOS RELATIVOS A LA ACREDITACIÓN DEL DELITO, LA 
DEMOSTRACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA, PARA 
CONSTATAR SI EXISTE O NO DICHA VULNERACIÓN (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS 
ARTÍCULOS 457, 461, 468, 480 Y 481 CON EL DIVERSO 2o. DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES)." y "RECURSO DE APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI 
AL RESOLVERLO SE ADVIERTE QUE EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO, AL INDIVIDUALIZAR 
LAS PENAS, RESOLVIÓ INCORRECTAMENTE SOBRE LA REPARACIÓN DEL DAÑO, SIN QUE 
EXISTA AGRAVIO ALGUNO ENCAMINADO A REBATIRLA, EL TRIBUNAL DE ALZADA ESTÁ 
IMPEDIDO PARA ABORDARLA Y REPARARLA DE OFICIO, AUN CUANDO ELLO PUEDA 
FAVORECER AL SENTENCIADO.", respectivamente. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018122  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: (V Región)4o.2 P (10a.)  
 
ANTECEDENTES PENALES. EL JUEZ DE EJECUCIÓN PUEDE ANALIZAR LA PROCEDENCIA DE 
LA PETICIÓN DEL SENTENCIADO QUE CUMPLIÓ LA SANCIÓN IMPUESTA –RESPECTO DE UN 
DELITO NO GRAVE EN UN PROCESO PENAL MIXTO– DE CANCELAR LA INFORMACIÓN QUE 
CONTIENEN, EN APLICACIÓN RETROACTIVA EN BENEFICIO DEL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN V, 
INCISO G), DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL Y ATENTO AL PRINCIPIO PRO 
PERSONA. 
 
Cuando el sentenciado en un proceso penal mixto solicita a la autoridad jurisdiccional de ejecución, la 
cancelación de la información que contienen los antecedentes penales, mediante la aplicación 
retroactiva del artículo 27, fracción V, inciso G), de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establece la 
procedencia de dicha cancelación, en el caso de haber cumplido con la pena que le fue impuesta en 
sentencia ejecutoriada, en relación con un delito no grave, sin que sobre el particular haya cosa juzgada, 
que impida examinar nuevamente dicha petición, procede analizar ese supuesto de cancelación, en 
virtud de que las normas de ejecución anteriores a la vigencia de la legislación mencionada no lo 
establecían y su aplicación opera de conformidad con los principios de retroactividad de la ley en 
beneficio y hermenéutico de derechos humanos pro persona, porque el artículo cuarto transitorio del 
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Federal, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, que establece que los procedimientos penales 
iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal acusatorio, serán 
concluidos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto, se refiere a la forma de 
tramitación del procedimiento penal mixto, para concluirlos con las reglas de ese modelo procesal, lo 
que no puede alcanzar la etapa de ejecución de la sentencia, al ser una fase diversa. Así, lo pretendido 
por el artículo cuarto transitorio mencionado, es prohibir la mezcla de disposiciones del sistema penal 
mixto con aquellas del sistema acusatorio que rigen el proceso; sin embargo, esas limitantes no alcanzan 
a derechos sustantivos o el derecho humano a tener una vida digna y de no discriminación, porque dicho 
precepto no contiene esas restricciones. Por tanto, en cuanto a derechos sustantivos, como lo es la 
cancelación de la información que contienen los antecedentes penales, procede la aplicación retroactiva 
en beneficio del sentenciado, en términos de los artículos 1o. y 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018120  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.A.123 A (10a.)  
 
ALERTA SANITARIA. AL SER UNA MEDIDA DE SEGURIDAD DE INMEDIATA EJECUCIÓN CUYA 
FINALIDAD ES PROTEGER LA SALUD DE LA POBLACIÓN, JUSTIFICA LA RESTRICCIÓN 
TEMPORAL DEL DERECHO AL TRABAJO DE UN PARTICULAR. 
 
De conformidad con los artículos 17 Bis, segundo párrafo, fracciones I, X y XIII, 396, 397, 401, 402 y 
404, fracción IX, de la Ley General de Salud; 3, fracciones I y XIII y 15, fracciones IV, V y XI, del 
Reglamento de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios y con las tesis aisladas 
1a. CCl/2012 (10a.), 1a. CCV/2012 (10a.) y 1a. CCII/2012 (10a.), sustentadas por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la emisión de mensajes publicitarios que adviertan peligros de 
daños a la salud, también llamada alerta sanitaria, es una medida de seguridad de inmediata ejecución, 
cuya finalidad es proteger la salud de la población, en tanto pondera, como preferente, atender el interés 
público, así como la protección de usuarios o consumidores de bienes o servicios que impliquen un 
riesgo importante; también busca proteger y evitar el deterioro del bien jurídico que tutela, como una 
cuestión prioritaria y preferente, que encuentra fundamento en los artículos 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, de la Organización de Estados Americanos, y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; de ahí que el Estado está obligado a garantizar el derecho a la salud, 
lo que de suyo implica adoptar políticas públicas y programas sociales, encaminados a avalarlo y 
protegerlo, entre los cuales, una modalidad es precisamente la vigilancia sanitaria mediante el 
procedimiento administrativo de verificación y, en su caso, de las medidas de seguridad, entre las que 
se encuentra la alerta sanitaria. Asimismo, acorde con la jurisprudencia P./J. 28/99, del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "LIBERTAD DE TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE 
ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).", el derecho 
al trabajo se encuentra condicionado, entre otros aspectos, a que se afecten derechos de la sociedad 
en general, ya que debe protegerse el interés de ésta por encima del particular y, en aras de ese interés 
mayor, se limita o condiciona el individual cuando con éste puede afectarse en una proporción mayor a 
la colectividad en relación con el beneficio que obtendría el gobernado. En este contexto, basta exponer 
razones justificatorias y ponderaciones que sustenten la alerta sanitaria, para que restrinja o acote de 
manera cautelar, provisional y preventiva un derecho –como el derecho al trabajo–, con el objeto de 
proteger un bien jurídico de mayor entidad como la salud, por ser una prioridad de orden público y de 
naturaleza urgente e inaplazable, cuestión que, no sólo es útil, sino necesaria porque es imprescindible 
para garantizar tal derecho. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018119  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.A.122 A (10a.)  
 
ALERTA SANITARIA. AL RESTRINGIR TEMPORALMENTE ALGUNOS DERECHOS, PARA 
PROTEGER EL RELATIVO A LA SALUD, ES UN ACTO DE MOLESTIA. 
 
De conformidad con la jurisprudencia P./J. 40/96, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: "ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS 
DE LA DISTINCIÓN.", los actos de molestia son aquellos que sólo restringen de manera provisional o 
preventiva un derecho, prerrogativa o interés, con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos. 
En este contexto, la emisión de mensajes publicitarios que adviertan peligros de daños a la salud, 
también llamada alerta sanitaria, no es un acto que produzca como efecto la disminución, menoscabo o 
supresión definitiva de un derecho o prerrogativa del gobernado, respecto del cual deba cumplirse con 
los requisitos previstos en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con 
las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con 
anterioridad al hecho juzgado, sino que la alerta aludida sólo restringe temporalmente algunos derechos, 
como el relativo al trabajo, para proteger el diverso a la salud, por lo cual, únicamente debe cumplir con 
provenir de autoridad competente y ajustarse a los extremos de fundamentación y motivación conforme 
al artículo 16 constitucional. Por tanto, la alerta sanitaria es un acto de molestia, al no restringir derechos 
de manera inmediata y definitiva. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018118  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.203 L (10a.)  
 
AGUINALDO. A LA MUERTE DEL ASEGURADO O PENSIONADO DEBE OTORGARSE DICHA 
PRESTACIÓN A LA PERSONA A QUIEN SE HAYA RECONOCIDO EL CARÁCTER DE 
BENEFICIARIO CON MOTIVO DE LA PENSIÓN POR ORFANDAD. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 149, fracción II y 167, último párrafo, de la Ley del Seguro 
Social derogada, que prevén lo relativo a la pensión por orfandad y el pago de un aguinaldo anual para 
los pensionados por invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, respectivamente, se concluye que a 
la muerte de los asegurados, se deberá cubrir el aguinaldo a sus beneficiarios, por encontrarse 
comprendidos en el mismo capítulo (denominado: "De los seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad 
avanzada y muerte"); por tanto, si a una persona se le reconoció la calidad de beneficiario del asegurado 
o pensionado y se le otorgó una pensión por orfandad, debe reconocerse su derecho al pago del 
aguinaldo que se le cubría al de cujus, por ser un beneficio que la ley le confiere. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018117  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: II.1o.T.44 L (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES INOPERANTE SI EL TRABAJADOR ADUCE QUE CON 
ANTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE FUE DESPEDIDO SE LE MEJORARON SUS CONDICIONES 
LABORALES, Y EL PATRÓN NIEGA LO ANTERIOR Y REFIERE QUE AQUÉL DEJÓ DE ASISTIR A 
TRABAJAR ANTES DE ESA FECHA. 
 
Es inoperante el ofrecimiento de trabajo realizado por la demandada, cuando el trabajador aduce que 
con anterioridad a la fecha en que fue despedido, se le mejoraron sus condiciones laborales y, contrario 
a ello, el patrón niega lo anterior y refiere que antes de esa fecha en que el actor señaló se le mejoraron 
sus condiciones laborales, éste dejó de asistir a trabajar, toda vez que para que el ofrecimiento sea de 
buena fe y revierta la carga probatoria al trabajador, es necesario que se realice en los mismos o mejores 
términos que se habían concertado al momento del despido, por lo que corresponde al patrón demostrar 
cuáles eran las condiciones laborales del trabajador; sin embargo, ante esa circunstancia, debe acreditar 
que el actor sólo trabajó hasta el día en que afirma laboró y, que por ello, no pudo haberle mejorado sus 
condiciones laborales en la fecha que refirió, al ser posterior a aquella en que el demandado dijo que 
dejó de trabajar, pues de esa forma desvirtuaría el posterior despido alegado por el trabajador. De lo 
contrario, se tendría por cierto que al actor le fueron mejoradas sus condiciones laborales y el 
ofrecimiento se habrá de calificar de mala fe; por consiguiente, el ofrecimiento de trabajo es inoperante, 
porque si para que sea calificado de buena fe, el patrón tendría que demostrar que el actor trabajó hasta 
un día anterior de aquel en que afirmó dejó de presentase a laborar, lo cual desvirtuaría plenamente el 
despido (si no existe prueba en contrario que acredite ese evento), al quedar evidenciado que la 
trabajadora dejó de asistir a sus labores con anterioridad a la fecha en que se dijo despedida, por lo que 
ya no sería necesario asignar carga probatoria alguna ni, por ende, resolver si en virtud de la oferta se 
revierte la carga probatoria pues, uno de los requisitos de la reversión de la carga probatoria del despido, 
lo es que de las pruebas no se acredite plenamente la existencia o inexistencia del despido, porque toda 
asignación de carga probatoria sólo se justifica en la medida en que exista incertidumbre acerca del 
hecho a probar, empero, desvirtuado el despido, y no habría necesidad de asignar carga probatoria al 
respecto, porque ya estaría desvirtuado ese hecho. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018116  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XCV/2018 (10a.)  
 
ACUERDO POR EL QUE SE SUJETA A PERMISO PREVIO LA EXPORTACIÓN DE AZÚCAR 
(PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE FEBRERO DE 2015). VIOLA 
EL DERECHO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
El acuerdo indicado, al prever un mecanismo de asignación directa de cupos de exportación –para la 
posterior obtención de un permiso previo– exclusivo para los ingenios azucareros o para quienes 
cumplen ante el Comité Nacional para el Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar con la definición 
(de ingenio) que establece la propia norma, genera un trato discriminatorio, en tanto no es una medida 
idónea para alcanzar el fin pretendido; ello, porque lejos de proteger al sector de la agroindustria nacional 
de la caña de azúcar y propiciar las condiciones para el desarrollo y crecimiento económico del país, 
produce un efecto contrario, pues al restringir la posibilidad de exportar azúcar (líquida) derivada de la 
caña de azúcar hacia los Estados Unidos de América a las personas físicas o morales que no tienen el 
carácter de ingenio azucarero o cumplen con la definición de ingenio, pero que forman parte del sector 
azucarero, no solamente se inhibe la generación de empleos, dentro de dicho sector, sino que además, 
se produce un efecto negativo en la economía nacional, al no permitir que diversos agentes económicos 
participen de los cupos máximos de exportación. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018115  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.5 A (10a.)  
 
ACTUALIZACIÓN AL PLAN DE DESARROLLO URBANO SOSTENIBLE PARA EL CENTRO DE 
POBLACIÓN DEL MUNICIPIO DE JUÁREZ, CHIHUAHUA 2016 (PDUS). PUEDEN CONCRETARSE 
LOS EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA POR SU SOLA ENTRADA EN VIGOR. 
 
Con base, por identidad de razón, en la tesis 1a. CLXXIV/2015 (10a.), emitida por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO. NO PUEDE ALEGARSE VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS 
SENTENCIAS Y, POR ELLO, SOBRESEER EN EL JUICIO, CUANDO SE ACTUALIZA LA EXISTENCIA 
DE UN INTERÉS LEGÍTIMO EN DEFENSA DE UN DERECHO COLECTIVO.", el Juez de amparo debe 
realizar un examen propio sobre la real imposibilidad de concretar los efectos del amparo, cuando el 
quejoso acredite su interés legítimo para reclamar una norma de carácter general, y no basarse en lo 
expuesto por éste al respecto. Con base en lo anterior, puedan concretarse los efectos del amparo 
concedido contra la actualización al plan urbano mencionada por su sola entrada en vigor, pues deben 
buscarse los mecanismos adecuados para remediar los vicios de inconstitucionalidad, con base en un 
análisis conjunto del derecho que se aduce transgredido, a la luz del acto reclamado y la afectación que 
produce, con lo cual, es posible determinar que la autoridad responsable puede: 1) desincorporar de la 
esfera jurídica del quejoso, en el presente y futuro, la normativa reclamada, específicamente lo 
establecido en sus páginas 578, 579, 580, 582, 614, 725 y el transitorio tercero; y, 2) colocar al 
promovente del amparo en la misma situación jurídica que los propietarios de los predios ubicados en la 
zona urbanizable de manera inmediata, para restituir el derecho de igualdad que se aduce violado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018114  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.4 A (10a.)  
 
ACTUALIZACIÓN AL PLAN DE DESARROLLO URBANO SOSTENIBLE PARA EL CENTRO DE 
POBLACIÓN DEL MUNICIPIO DE JUÁREZ, CHIHUAHUA 2016 (PDUS). PARA ACREDITAR EL 
INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO PROMOVIDO POR UNA SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
VARIABLE EN SU CONTRA DEBE ATENDERSE, ENTRE OTROS ASPECTOS, AL OBJETO PARA 
EL CUAL ÉSTA FUE CREADA. 
 
Una Sociedad Anónima de Capital Variable puede demostrar que dicha normativa, específicamente lo 
establecido en sus páginas 578, 579, 580, 582, 614, 725 y el transitorio tercero, afecta su esfera jurídica 
en sentido amplio, por su especial situación frente al derecho, con las pruebas que justifiquen: la 
propiedad de un inmueble; que éste se catalogó como parte de la zona de reserva de crecimiento, sin 
permitirle pertenecer a la zona urbanizable; y, que tenga similares características que los comprendidos 
en esta última área. Además, debe analizarse el objeto para el cual fue creada, y si uno de sus fines 
principales es la urbanización y construcción de edificaciones, se advierte el agravio diferenciado que 
resiente con la actualización al plan de desarrollo mencionada, en razón de la naturaleza del derecho 
que defiende, tendente a la protección de su objeto social. En razón de lo anterior, una eventual 
concesión del amparo le generaría un beneficio específico, pues podría ejercer libremente su actividad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018113  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.3 A (10a.)  
 
ACTUALIZACIÓN AL PLAN DE DESARROLLO URBANO SOSTENIBLE PARA EL CENTRO DE 
POBLACIÓN DEL MUNICIPIO DE JUÁREZ, CHIHUAHUA 2016 (PDUS). FORMA DE ACREDITAR EL 
INTERÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMARLA EN AMPARO DESDE SU ENTRADA EN VIGOR. 
 
El quejoso puede demostrar que dicha normativa, específicamente lo establecido en sus páginas 578, 
579, 580, 582, 614, 725 y el transitorio tercero, afecta su esfera jurídica en sentido amplio, por su especial 
situación frente al derecho, con las pruebas que justifiquen: la propiedad de un inmueble; que éste se 
catalogó como parte de la zona de reserva de crecimiento, sin permitirle pertenecer a la zona 
urbanizable; y, que tenga similares características que los comprendidos en esta última área. Con base 
en lo anterior, se acredita el interés legítimo para reclamar en el amparo la actualización al plan de 
desarrollo mencionada, al demostrarse una afectación individual, calificada, actual, real y jurídicamente 
relevante, pues dejar el inmueble del quejoso fuera de la zona urbana, le impide su urbanización y 
construcción de manera inmediata; además de imponerle que los proyectos que pretenda realizar sean 
respecto de un asentamiento humano en una superficie de mínimo doscientas hectáreas. De ahí que, 
aun cuando el promovente del amparo no sea destinatario directo de la norma, sí resiente una afectación 
incondicionada desde su entrada en vigor, que pretende defender con base en el derecho a la igualdad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018112  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XVII.2o.2 A (10a.)  
 
ACTUALIZACIÓN AL PLAN DE DESARROLLO URBANO SOSTENIBLE PARA EL CENTRO DE 
POBLACIÓN DEL MUNICIPIO DE JUÁREZ, CHIHUAHUA 2016 (PDUS). ES INCONSTITUCIONAL, 
AL NO HABERSE PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL DOCUMENTO 
QUE LA CONTIENE. 
 
El artículo 54 de la Ley de Desarrollo Urbano Sostenible del Estado de Chihuahua establece el proceso 
de creación de los Planes o Programas Municipal de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial 
Sostenible, de Desarrollo Urbano Sostenible de Centro de Población, Sectorial de Desarrollo Urbano 
Sostenible y Parcial de Desarrollo Urbano Sostenible, el cual culmina con la remisión del documento 
aprobado al gobernador del Estado para que ordene su publicación en el Periódico Oficial y la inscripción 
en la sección séptima del Registro Público de la Propiedad y del Comercio. Por tanto, la falta de 
publicación de la Actualización al Plan de Desarrollo Urbano Sostenible para el Centro de Población del 
Municipio de Juárez, Chihuahua 2016 (PDUS) en dicho medio de difusión, conlleva un vicio formal en el 
procedimiento de su creación que genera su inconstitucionalidad, por violación a los derechos de 
legalidad y al debido proceso, pues impide a los gobernados conocer sus alcances jurídicos. No obsta 
a lo anterior, que en el Periódico Oficial se haya incluido el acuerdo del titular del Poder Ejecutivo por el 
que se ordena publicar el diverso acuerdo del Ayuntamiento del Municipio de Juárez, Chihuahua, 
mediante el cual se aprobó dicha actualización, si no se anexó el documento que la contiene. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018111  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.135 A (10a.)  
 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR DEL ESTADO. CASO EN EL QUE DEBE 
RECONOCERSE QUE AFECTÓ LOS DERECHOS DE UNA VÍCTIMA INDIRECTA. 
 
Como lo sostuvo la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la violación de derechos por parte del 
Estado cometida hacia un integrante de la familia, puede tener un impacto negativo en el resto de sus 
miembros, por lo que éstos se convierten, a su vez en víctimas de aquél. En este sentido, tratándose de 
una persona que, como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado se le amputó 
una extremidad inferior, lo cual le impidió realizar en forma autónoma sus actividades cotidianas, y la 
llevó a depender en forma permanente de uno de sus hijos para asearse, alimentarse, desplazarse y 
distraerse, debe reconocerse la lesión de los derechos de éste, como los relativos a la salud mental y a 
la integridad personal, además del importante daño a su proyecto de vida, al tratarse de una víctima 
indirecta. Esto es, se afectó su salud física y mental, por el impacto negativo que generó en esa persona 
la pérdida de la pierna de su progenitor al no poder éste realizar sus actividades cotidianas de forma 
autónoma; se menoscabó su integridad personal, por las situaciones y circunstancias vividas durante 
los acontecimientos violatorios de derechos, y se dañó de manera importante su proyecto de vida, ante 
la imposibilidad de continuar su desarrollo profesional por cuidar a un paciente, cuya discapacidad derivó 
de la actividad administrativa irregular del Estado, lo cual implicó no percibir sueldo alguno. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018109  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.180 L (10a.)  
 
ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS COMETIDAS POR 
EL TRABAJADOR. SU INCOMPARECENCIA EN EL PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO POR EL 
PATRÓN, NO GENERA LA PRESUNCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS, 
QUE HAGA INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN SEDE JUDICIAL. 
 
De la jurisprudencia de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 181-186, Quinta Parte, enero a junio 
de 1984, página 67, de rubro: "ACTAS ADMINISTRATIVAS, EN INVESTIGACIÓN DE FALTAS DE LOS 
TRABAJADORES. DEBEN SER RATIFICADAS.", se advierte que las actas administrativas levantadas 
en la investigación por las faltas cometidas por los trabajadores, para que adquieran pleno valor 
probatorio deben ser ratificadas ante el órgano jurisdiccional por quienes las suscriben para dar 
oportunidad a la contraparte de repreguntar a sus firmantes y desvirtuar los hechos contenidos en ellas, 
aun cuando éstas no hayan sido objetadas; lo anterior, salvo que el trabajador acepte plena y 
expresamente su responsabilidad, ya sea en el acta administrativa o en cualquier actuación dentro del 
procedimiento de investigación o, incluso, en la demanda laboral, siempre que de dicha manifestación 
se colija que admite la falta cometida respecto de los hechos que se le atribuyen como causal de 
separación del trabajo; de ahí que si el trabajador no comparece en el procedimiento llevado a cabo por 
el patrón, concretamente, a la celebración del acta administrativa relativa, no puede generarse en su 
perjuicio la presunción de que cometió la conducta que se le atribuye, de forma que sea innecesario 
ratificarla por sus signantes ante el órgano jurisdiccional; en primer lugar, porque la Ley Federal del 
Trabajo no prevé una consecuencia de este tipo cuando aquél no se presenta al procedimiento que el 
patrón desarrolla para determinar si rescinde o no la relación laboral; y, en segundo, porque dicha 
investigación únicamente tiene por objeto dar oportunidad al trabajador de defenderse de las faltas que 
se le atribuyen, esto es, evitar que sea privado de su empleo sin que se sustancie una investigación en 
la que pueda defenderse. Por tanto, la consecuencia de que el trabajador no comparezca a aquélla, sólo 
puede ocasionar que se le tenga por perdida su oportunidad para defenderse, para alegar y ofrecer 
pruebas ante el patrón para desvirtuar la conducta que se le imputa; pero no puede generar una 
presunción que haga innecesaria la ratificación del acta administrativa correspondiente; de ahí que 
solamente podrá eximirse al patrón de perfeccionar el acta administrativa cuando el trabajador admita 
plena y expresamente su responsabilidad dentro de dicho procedimiento, o en el propio juicio laboral, de 
conformidad con el artículo 794 de la Ley Federal del Trabajo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018107  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.5o.C.52 C (10a.)  
 
ACCIÓN DE OPOSICIÓN AL ACUERDO DE ESCISIÓN DE UNA SOCIEDAD. CUALQUIER 
ACREEDOR TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA FORMULARLA, AUNQUE NO EXISTA SENTENCIA 
FIRME QUE CONDENE A LA PRESTADORA DE SERVICIOS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
228 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES). 
 
La intelección de las fracciones V, VI y VII del artículo citado, pone de manifiesto que la escisión se da, 
entre otros supuestos, cuando una sociedad denominada escindente, sin extinguirse, aporta en bloque 
parte de su activo, pasivo y capital social a otra u otras sociedades de nueva creación, acuerdo que 
deberá protocolizarse ante fedatario público e inscribirse en el Registro Público de Comercio y divulgarse 
en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía, donde aparece el texto completo 
de la resolución a disposición de socios y acreedores en el domicilio social durante un plazo de cuarenta 
y cinco días naturales, contados a partir de que se hubiere efectuado la inscripción y la publicación, 
término durante el que cualquier acreedor que tenga interés jurídico, podrá oponerse judicialmente al 
acuerdo de escisión. Por otra parte, si bien la expresión a que alude la fracción VI citada "acreedor que 
tenga interés jurídico", utilizada por el legislador, no está definida en la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, lo cierto es que dicho término hace referencia a aquella persona física o moral que tiene 
interés o derecho para exigir el cumplimiento de una obligación, esto es, sólo debe demostrar que la 
sociedad escindente tiene una deuda con dicha persona sin especificar qué tipo de deuda ni a cuánto 
asciende. Por consiguiente, basta con ubicarse en el supuesto de la norma "ser acreedor con interés 
jurídico", para estimar que se tiene derecho a ejercer la acción de oposición al acuerdo de escisión de 
una sociedad, siendo ocioso que en dicha porción normativa se hiciera una descripción detallada de qué 
tipo de acreedores cuenta con dicho interés, ya que éstos pueden ser de naturaleza diversa y estar 
contenidos en ordenamientos distintos, porque la finalidad de la norma sólo es proteger a los acreedores, 
independientemente del tipo de interés jurídico con el que cuentan y menos aún de la cuantificación del 
crédito del que se haga depender, sino sólo de su propio estatus en relación con la escindente, ya que 
dicho supuesto normativo es general, de modo que todos los sujetos que se encuentran en esa hipótesis, 
que sean afectados por esa clase de acciones, se considerarán dentro de ese parámetro. 
Consecuentemente, el acreedor es la parte activa de un vínculo jurídico con el poder o facultad de exigir 
a la parte pasiva de dicha relación (deudor), el cumplimiento de una prestación, o sea, desarrollar una 
actividad determinada, patrimonialmente valorable, de dar, hacer o no hacer, esto es, cuando la ley alude 
al acreedor no sólo se refiere al titular o sujeto activo de una obligación pecuniaria, sino al de cualquier 
posición obligatoria para la satisfacción de un interés digno de protección, que constituye propiamente 
lo que la prestación debe satisfacer, cuyo interés jurídico estriba en el beneficio que pueda reportar la 
conducta que debe realizar el obligado, o simplemente por el perjuicio o daño que trate de evitarse o 
repararse; sin necesidad de que, para formular la acción de oposición al acuerdo de escisión, exista una 
sentencia firme que condene a la prestadora de servicios, toda vez que la fracción VI invocada, no lo 
establece expresamente, por consiguiente, atento al principio de legalidad, donde la ley no distingue al 
intérprete no compete hacerlo. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 19 de octubre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018106  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.169 A (10a.)  
 
ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO DE UN CONVENIO DE CESIÓN DE DERECHOS PARCELARIOS. 
CUANDO TIENE COMO OBJETIVO LA FRAGMENTACIÓN DE UNA UNIDAD DE DOTACIÓN, 
LUEGO DE LA ADQUISICIÓN DE SU DOMINIO PLENO, LA PROCEDENCIA DE AQUÉLLA NO 
CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE INDIVISIBILIDAD DE LA PARCELA. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
15/2009, de la cual derivó la jurisprudencia 2a./J. 80/2009, consultable en la página 456 del Tomo XXX, 
julio de 2009, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: 
"RECONOCIMIENTO DE DERECHOS POSESORIOS SOBRE UNA PORCIÓN DE PARCELA EJIDAL. 
SI LA ASAMBLEA EJIDAL NO HA OTORGADO AL EJIDATARIO EL DOMINIO PLENO SOBRE ELLA, 
ÉSTE NO PUEDE DIVIDIRLA O ENAJENAR SUS DERECHOS RELATIVOS A UN TERCERO AJENO 
AL NÚCLEO DE POBLACIÓN, NI ESTE ÚLTIMO PUEDE EXIGIR EL RELATIVO 
PRONUNCIAMIENTO.", determinó que en el derecho agrario subsiste el principio de indivisibilidad de la 
parcela, pues a pesar de la amplia libertad que el legislador otorgó al ejidatario para explotar y 
aprovechar las unidades de dotación que le fueron asignadas, no puede disponer libremente de ellas, 
sino hasta que la asamblea le otorgue el dominio pleno, conforme al artículo 27 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con el precepto 81 de la Ley Agraria. De lo anterior 
se colige que el dominio pleno conlleva la extracción de la parcela del régimen ejidal, por lo que ésta es 
fraccionable una vez que deje de tutelarse por el derecho agrario y se regule por el derecho civil. En 
consecuencia, la procedencia de la acción de cumplimiento de un convenio de cesión de derechos 
parcelarios no contraviene el principio aludido, cuando tiene como objetivo la fragmentación de una 
unidad de dotación, luego de la adquisición de su dominio pleno, es decir, después de que abandone el 
régimen agrario y se rija por la legislación civil. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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